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Prólogo

El objetivo de esta publicación es iniciar juntos una reflexión central en Panamá, sobre la importancia de 
los temas de cuidado, tanto para el presente como para el futuro de nuestros países, que se encuentran 
en plena transición demográfica y que, si bien han alcanzado niveles altos de desarrollo humano, pre-
sentan el desafío de lograr que todas sus comunidades y grupos humanos se beneficien del desarrollo 
y amplíen sus capacidades para mejorar sus condiciones de vida. 

El PNUD desde hace unos años ha puesto en el centro de sus investigaciones la reflexión sobre estos 
temas del desarrollo de capacidades. Estas investigaciones nos permiten sustentar políticas que poten-
cien la igualdad de oportunidades para hombres y mujeres, considerando los cambios demográficos, 
el crecimiento poblacional y las transformaciones sociales que tienen gran relevancia para el futuro de 
Panamá, basadas en respuestas con un enfoque de corresponsabilidad social.

Una primera tendencia importante de resaltar es que, de acuerdo a los resultados de diversos estudios 
sobre Panamá, la participación de las mujeres en el mercado laboral, si bien ha crecido en los últimos 20 
años,  se mantiene muy por debajo a la de los hombres, a pesar del incremento en el nivel educativo de 
las mujeres. Lo que nos indicaba que el principal obstáculo a una mayor inserción laboral de las mujeres 
no se debía a su formación, sino a otro tipo de barreras de acceso al mercado laboral.

Estudios posteriores mostraron que la actividad doméstica, especialmente la actividad asociada a los 
cuidados era uno de las limitantes para el acceso al mercado laboral de muchas mujeres, incluso con 
formación superior, que dejaban el mercado laboral para atender estas tareas, aun cuando muchas de 
ellas manifestaban interés de trabajar. Esto indica una necesidad concreta de repensar las políticas para 
ampliar las opciones de estas mujeres, entre otras, de estudiar y acceder al mercado laboral, fortale-
ciendo la oferta de servicios de cuidado. 

Pero también demuestra la necesidad urgente de distribuir mejor las tareas de cuidado en el hogar, las 
que por expectativas sociales y roles de género tradicionales recaen sobre las mujeres y que, por este 
mismo mandato de género, los hombres no las consideran como propias, no asumiendo su responsa-
bilidad de brindar cuidados, lo que genera menores oportunidades de desarrollo para las primeras. Así 
quedó demostrado en el alto índice de desigualdad de género de Panamá, presentado en el Atlas sobre 
Desarrollo Humano Local: Panamá 2015, que mide lo que pierde Panamá, un 58% de su potencial de 
desarrollo humano, por la desigualdad de género.

Por ello el tema del cuidado es esencial abordarlo si Panamá desea avanzar en su desarrollo, no sola-
mente para ampliar las oportunidades de las mujeres panameñas y mejorar la equidad de género, sino 
también para potenciar el desarrollo humano de todas las personas. En la primera infancia los cuidados 
son esenciales para el desarrollo de sus capacidades. En los adultos mayores el cuidado contribuye a 
prolongar una vida saludable y para las personas con discapacidad es una opción para integrarse y ser 
sujetos de su propio desarrollo.
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Pero esta tarea no solo es una responsabilidad de las familias y sus arreglos internos, es una respon-
sabilidad también del Estado, promoviendo políticas activas, y de los mercados (empresas, organiza-
ciones laborales y sindicatos) ya que estas políticas impactan directamente en el futuro y presente de 
nuestros países.

El trabajo de cuidar y acompañar el desarrollo físico, social y afectivo de niños y niñas, personas con 
discapacidad y personas adultas mayores es uno de los sectores de la economía que más se ha de-
sarrollado, han crecido los servicios dirigidos a los cuidados, aunque no siempre con el cumplimiento 
de la normativa del trabajo decente. Este trabajo del cuidado, mayormente no remunerado y realizado 
por mujeres y/o realizado por personas que trabajan de forma remunerada en estos servicios, como 
trabajadoras/es domésticas, con un bajo nivel de remuneración y formalidad laboral, es esencial para el 
funcionamiento de la sociedad y de las economías. 

Muchos de los que tenemos tiempo de leer esta publicación, lo hacemos porque contamos con alguna 
persona o alguna institución en quién confiamos el importante trabajo de cuidar a nuestros hijos/hijas, 
padres o madres u otro familiar dependiente que necesite cuidado y apoyo en las tareas del hogar.

Nuestro último Informe de Desarrollo Humano Regional: Bienestar más allá del ingreso, señaló las po-
líticas de cuidado como esenciales para asegurar la sostenibilidad de los logros sociales e imprescin-
dibles para alcanzar el progreso multidimensional al que aspiran nuestras sociedades, sociedades que 
están evolucionando rápidamente y con ello, evolucionan también las necesidades del cuidado. En este 
sentido, Panamá en los próximos años contará con un número creciente de personas adultas mayores, 
muchas con enfermedades crónicas que necesitaran de cuidados. También, a medida que las mujeres 
mejoran su participación en el mercado laboral, se genera una tensión en el hogar: por un lado las fa-
milias necesitan mayores ingresos, y por otro, hay necesidad de contar con tiempo para los cuidados. 
En este dilema hay riesgo de vulnerar los derechos humanos de las personas que necesitan cuidados, 
pero también de quienes se espera que proporcionen estos cuidados: las mujeres.

Finalmente, abordar el tema del cuidado es oportuno para Panamá de frente al reto de una nueva Agen-
da de Desarrollo Sostenible, donde muchos de los objetivos dependen de una mejor organización del 
cuidado tanto a nivel familiar, entre hombres y mujeres, como a nivel público, donde la responsabilidad 
se debe compartir también con el Estado y empresa privada. Objetivos como el fin de la pobreza, sa-
lud y bienestar, educación de calidad, igualdad de género, trabajo decente y crecimiento económico, 
reducción de las desigualdades, por mencionar solo algunos, no podrán alcanzarse si no reconocemos 
hoy la valiosa contribución que realizan principalmente mujeres en los hogares de Panamá y si no toma-
mos medidas para lograr una distribución más equitativa de estas tareas en nuestra sociedad.

Con esta publicación, les invito a reflexionar no solo desde su rol como funcionarios y funcionarias de 
Gobierno, miembros de la sociedad civil, la academia o del sector privado, sino también en su rol de 
madres, padres, hijos e hijas y personas que tienen responsabilidades de cuidados.  En este sentido, 
conversar sobre los cuidados es indispensable; quiénes son cuidadores, quiénes necesitan cuidados, 
y cómo podemos compartir esta responsabilidad de forma colectiva en nuestra sociedad panameña.

Harold Robinson
Coordinador Residente del Sistema de las Naciones Unidas
Representante Residente del PNUD
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Presentación

El tema de cuidados y corresponsabilidad social requería, de manera urgente, la realización de un estu-
dio dentro de la agenda de investigación de desarrollo humano en Panamá. Su discusión e implemen-
tación resulta imprescindible para el logro de un país más sostenible. Al respecto, informes sobre los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) mostraban la tendencia a largo plazo al señalar que la parti-
cipación de las mujeres en el mercado laboral se mantenía baja y con pocas variaciones con el paso de 
los años, a pesar del incremento en su nivel educativo, lo que daba indicios de que los principales obs-
táculos no se debían a un asunto de formación, sino a sus limitaciones para acceder al mercado laboral.

De hecho, el Informe Nacional de Desarrollo Humano (INDH)  2014 sobre Primera Infancia, juventud 
y formación de capacidades para la vida presentó algunas estimaciones regionales que sugerían la 
idea de que casi un 20% de los jóvenes no estudiaba ni trabajaba, y que, la mayoría de ese porcentaje 
correspondía al sexo femenino. En el estudio de la situación de la población inactiva se identificó que 
la actividad doméstica estaba invisibilizada y que se trataba de mujeres que, incluso con educación 
superior, dejaban sus empleos para atender actividades de cuidado en su hogar, aun cuando muchas 
estaban interesadas en participar en el mercado laboral, reflejando una necesidad concreta de servicios 
de cuidados.

El INDH 2014 resaltó, también, la importancia de los cuidados para el desarrollo de capacidades en la 
primera infancia y sus efectos en la vida adulta. La oportunidad de que todos los panameños y paname-
ñas los reciban, de manera adecuada desde temprana edad, puede ser una estrategia que contribuya 
a cerrar la brecha de la desigualdad; y Panamá está en el momento preciso para ello, debido a la tran-
sición demográfica por la que atraviesa, en la que se hace imperativo optimizar el bono demográfico 
fortaleciendo destrezas y capacidades desde la infancia. 

El bono demográfico también conlleva un proceso de envejecimiento, en el cual los cuidados también 
serán indispensables para prolongar una vida saludable y conservar capacidades en los adultos ma-
yores. En tanto, para las personas con discapacidad es más urgente una opción para integrarse y ser 
sujetos de su propio desarrollo. 

Abordar el tema de los cuidados se hace más urgente cuando se analiza el Índice de Pobreza Multi-
dimensional presentado en el ATLAS de Desarrollo Humano Local Panamá 2015, que hace énfasis en 
la mayor vulnerabilidad de caer en la pobreza para las edades de 0 a 14 años, y una mayor incidencia 
y vulnerabilidad a partir de los  60 años. Por ello, este asunto del cuidado no puede limitarse a una 
discusión sobre protección social, sino ampliarse como parte de una oferta integral de oportunidades 
de desarrollo. De igual forma, el debate en Panamá sobre la sostenibilidad del crecimiento económico 
señala la necesidad de incrementar la formación de hombres y mujeres. 

Sin embargo, muchas mujeres abandonan o no ejercen su carrera profesional, limitan su acceso al mer-
cado laboral, aunque tengan un alto nivel de formación, porque se les transfiere la tarea del cuidado, 
automáticamente, cuando en realidad es una función colectiva que favorece el bien común. 

De ahí que,  más acceso a servicios de cuidados contribuiría a una mayor participación de las mujeres 
al mercado laboral, aportando a la disminución la pobreza y fortaleciendo capacidades en aquellas que 
menos ingresos tienen, para que logren trabajos de mayor calidad y mejoren su autonomía. 

No obstante, también los servicios de cuidados se pueden convertir en una importante fuente de em-
pleo para la población con menos niveles educativos, siempre y cuando estén regulados conforme 
establecen los convenios internacionales.

Por lo tanto, este estudio busca resaltar la importancia de una política de cuidado para potenciar el 
desarrollo humano de todas las personas y favorecer la igualdad de género, incrementando las oportu-
nidades de desarrollo de las mujeres al distribuir de manera equitativa, a nivel familiar y  entre todos los 
sectores, la tarea del cuidado. 
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Introducción

En este Cuaderno de Desarrollo Humano se plantea un nuevo reto para las políticas públicas en Pa-
namá. Consiste en impulsar entre estas acciones, el Cuidado y la Corresponsabilidad Social. Se trata 
de un desafío esencial por varios motivos: i) la propia vulnerabilidad de la especie humana, que requiere 
de cuidados a lo largo de la vida; ii) el impacto positivo que tiene para el desarrollo humano el cuidado 
de la población, en la medida que recrea y fortalece las capacidades de las personas para participar en 
las diferentes dimensiones de la vida; iii) las implicancias individuales y colectivas de formas alternati-
vas de organizar socialmente el cuidado, considerando que hoy no se resuelve de manera equitativa ni 
adecuada tanto para las personas que requieren cuidados, como para quienes cuidan.

Avanzar en políticas de cuidado para la primera infancia, personas adultas mayores y personas con 
discapacidad, además, se alinea con los compromisos asumidos en el marco de la Agenda 2030. En 
efecto, políticas de cuidado integrales e inclusivas ayudan no solo a avanzar en el logro del Objetivo de 
Desarrollo Sostenible 5 (ODS5) sobre igualdad de género y empoderamiento de las mujeres, y en parti-
cular de la Meta 5.4. (que coloca en el centro la valorización y reconocimiento de los cuidados y el tra-
bajo doméstico no remunerados mediante servicios públicos, infraestructuras y políticas de protección 
social, y promoviendo la responsabilidad compartida en el hogar y la familia, según proceda en cada 
país), sino que permiten, a su vez, alcanzar metas en reducción de la pobreza (ODS1); en garantía de ali-
mentación y nutrición (ODS2); en salud y bienestar (ODS3); en educación y desarrollo infantil (ODS4); en 
materia de participación laboral de las mujeres (ODS8), y de reducción de las desigualdades (ODS10).1 

La Organización Social del Cuidado (OSC) es un ámbito en el que concurren distintas tendencias socia-
les (demográficas, económicas, culturales), y donde se conjugan y retroalimentan, de manera evidente, 
las desigualdades económicas, así como las de género. La división sexual del trabajo y los roles socia-
les asignados a los géneros, basados en normas y valoraciones culturales, concentran las responsabi-
lidades domésticas y de cuidado en las mujeres. Esto resulta aún más severo para las mujeres pobres, 
que enfrentan habitualmente mayores responsabilidades de cuidado, y cuentan con menos recursos 
para atenderlas, lo que refuerza y profundiza su pobreza de ingresos y de tiempo.

De manera simultánea, la alta y progresiva incorporación de las mujeres al mundo del trabajo remune-
rado, el aumento de la población adulta mayor dependiente y el déficit de servicios de atención a la po-
blación en situación de dependencia imponen renovadas presiones sobre el trabajo de cuidado en los 
hogares. Sumado a ello, el mundo emergente exigirá otro tipo de Estado y nuevas políticas adaptadas, 
tanto a las condiciones de producción y sus consecuencias en el empleo, como a las nuevas condicio-
nes de reproducción y sus efectos en la división sexual del trabajo (Fraser, 1997). 

1	 Los ODS 1, 2, 3 buscan erradicar la pobreza, garantizar los cuidados como un pilar de la protección social y asegurar el acceso a 
la alimentación de calidad y a la salud de población en situación de vulnerabilidad social. El ODS4 incluye la Meta 4.2 que explicita 
la necesidad de asegurar que todas las niñas y todos los niños tengan acceso a servicios de atención y desarrollo en la primera 
infancia, y a educación preescolar de calidad, a fin de que estén preparados para la enseñanza primaria.

En ese marco, la aspiración es que las responsabilidades de cuidado se distribuyan equitativamente 
entre todas las personas, hombres y mujeres; organismos e instituciones gubernamentales, nacionales 
y locales; sector privado y organizaciones de la sociedad civil. Es decir, que exista corresponsabilidad 
social en el cuidado. Lo que caracteriza esta propuesta es que las políticas que formula no se limitan a 
proponer sólo servicios de cuidado en el corto plazo. Por el contrario, están dirigidas a una transforma-
ción que permita redistribuir socialmente el cuidado y a cambiar, en el mediano y largo plazo, los roles 
tradicionales de género en esta tarea. 

Para contribuir e impulsar estas políticas, en el primer capítulo de este Cuaderno de Desarrollo Huma-
no se analiza el concepto y organización social del cuidado, así como las políticas públicas en esta área. 

En el segundo capítulo se realiza un diagnóstico y análisis de la demanda de cuidados en Panamá (para 
primera infancia, adultos mayores y personas con discapacidad); y en el tercero se presenta una breve 
reflexión sobre la relevancia y las implicancias positivas de abordar este tema en el contexto actual de 
Panamá, al tiempo que se describe y analiza la oferta de cuidados existentes, incluyendo el trabajo de 
cuidado no remunerado, el trabajo remunerado al interior de los hogares, y la oferta de políticas y ser-
vicios vinculados al cuidado. 

En tanto, en el cuarto capítulo se esbozan recomendaciones de política pública que atiendan integral-
mente los déficits de cuidado en Panamá; y en el quinto, se sugiere una ruta crítica para avanzar en este 
proceso.
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CAPÍTULO 1 

Aproximaciones
conceptuales

1.1 Nociones básicas en torno al cuidado

La noción de cuidado refiere a las actividades indispensables para la reproducción cotidiana de la vida 
de las personas, brindando los elementos físicos y simbólicos que les permiten vivir en sociedad. Cons-
tituye, por tanto, una función social indispensable para garantizar el bienestar. Incluye el autocuidado, 
el cuidado directo de otras personas (la actividad interpersonal de cuidado), la provisión de las precon-
diciones en que se realiza el cuidado (la limpieza de la casa, la compra y preparación de alimentos) y la 
gestión del cuidado (coordinar horarios, realizar traslados a centros educativos y a otras instituciones, 
supervisar el trabajo de la cuidadora remunerada, entre otros). El cuidado permite atender las necesida-
des de las personas dependientes, por su edad o por sus condiciones/capacidades (niños y niñas, per-
sonas mayores, enfermas o con discapacidades) y también de las personas que podrían auto-proveerse 
dicho cuidado (Rodríguez Enríquez, 2005; Esquivel, 2011; ELA, 2012; Pautassi y Zibecchi, 2013).

Para dar cuenta de cómo se provee este cuidado cotidiano, se puede utilizar el concepto de Organiza-
ción Social del Cuidado (OSC), que refiere a la manera en que inter-relacionadamente las familias, el 
Estado, el mercado y las organizaciones comunitarias, producen y distribuyen cuidado. 

La noción de OSC se emparenta con la de diamante de cuidado (Razavi, 2007) como representación de 
la arquitectura a través de la cual se provee el cuidado2. El diamante de cuidado indica la presencia de 
estos cuatro actores, y también las relaciones que se establecen entre ellos: la provisión de cuidados no 
ocurre de manera aislada o estanca, sino que resulta de una continuidad donde se suceden actividades, 
trabajos y responsabilidades.

En ese sentido, Pérez Orozco (2007) sugiere hablar de redes de cuidado, aludiendo a los encadena-
mientos múltiples y no lineales que se dan entre los actores que participan en el cuidado, los escenarios 
en los cuales esto sucede, las interrelaciones que establecen entre sí y, en consecuencia, lo densa o 
débil que resulten. 

Las redes de cuidado las conforman las personas que dan cuidado (con su trabajo remunerado o no 
remunerado) y las que los reciben (es decir, todas aquellas en nuestros roles de cuidadoras y cuidadas), 

2	 La noción de diamante de cuidado puede considerarse, a su vez, análoga a la de Régimen de Bienestar.

así como los actores institucionales, los marcos normativos y las regulaciones, el mercado y las orga-
nizaciones comunitarias. 

La red de cuidado es dinámica, está en movimiento, cambia y, por ese motivo, puede ser transformada. 

La evidencia existente demuestra que la OSC, en su conformación actual en América Latina, resulta 
injusta por la desigual distribución de las responsabilidades de cuidado en dos niveles distintos. Por un 
lado, entre los actores de la OSC: hogares, Estado, mercado y organizaciones comunitarias. Por otro, 
dentro de cada uno de estos actores, la desigualdad se verifica también entre varones y mujeres (OIT-
PNUD, 2009; Salvador, 2007, Rodríguez Enríquez, 2007a; Lupica, 2010; Esquivel et al, 2012; Marco y 
Rico, 2013). 

El trabajo de cuidado es asumido, en mayor medida, por los hogares y, dentro de estos, por las muje-
res. Ello deviene de la concurrencia simultánea de una serie de factores diversos: la división sexual del 
trabajo, la naturalización de la capacidad de las mujeres para cuidar, los recorridos históricos de los 
regímenes de bienestar, y las experiencias socio-económicamente estratificadas.

El primer factor explicativo es la división sexual del trabajo, por la cual el trabajo productivo y repro-
ductivo o de cuidado se distribuye desigualmente entre varones y mujeres. 

La división sexual del trabajo es la expresión de las relaciones de género en el mundo del trabajo y refie-
re a las relaciones de subordinación de las mujeres, que se manifiesta en su menor y peor participación 
en el mercado laboral, su concentración en ciertas actividades laborales, y su notoria mayor participa-
ción en el trabajo de cuidado (Pautassi, 2007a; Rodríguez Enríquez, 2007b).

En segundo lugar, y que guarda relación con lo anterior, la injusta distribución de las responsabilidades 
de cuidado se vincula con la naturalización de la capacidad de las mujeres para cuidar. Esto es, la 
capacidad biológica de las mujeres para gestar, parir y amamantar, dotándolas “naturalmente” de ma-
yor habilidad relativa para ejercer el cuidado directo de las personas y la gestión del cuidado. 
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La posibilidad de hacer tales actividades no es una capacidad natural/biológica de las mujeres (diferente a 
la de los hombres), sino que su adscripción como capacidad femenina se sostiene en valoraciones cultu-
rales reproducidas por mecanismos diversos como la educación, los contenidos publicitarios y otras pie-
zas de comunicación; la tradición; las prácticas domésticas cotidianas e institucionales; y las religiones.

Un tercer factor explicativo se encuentra en los recorridos históricos de los Regímenes de Bienestar 
en la región3, en los cuales la cuestión del cuidado fue considerada como responsabilidad principal 
de los hogares (y dentro de estos, de las mujeres). De esta manera, la participación del Estado queda 
reservada para aspectos muy específicos (por mencionar uno, la educación escolar) o para intervenir 
como complemento de los hogares cuando las situaciones particulares lo requieren (por ejemplo, en el 
caso de hogares en situaciones de vulnerabilidad económica y social).

Finalmente, la OSC es una experiencia socio-económicamente estratificada. Los hogares pertene-
cientes a distintos estratos económicos cuentan con diferentes grados de libertad para decidir la mejor 
manera de organizar el cuidado de las personas. Aquellos con mayores recursos tienen la posibilidad de 
adquirir servicios de cuidado en el mercado (salas maternales o jardines de infantes de gestión privada) 
o de pagar por el trabajo de cuidado recibido en el hogar (empleada de casas particulares). Esto alivia la 
presión sobre el propio tiempo de trabajo de cuidado no remunerado, liberándolo para otras actividades 
(de trabajo productivo en el mercado, de autocuidado, de educación o formación, de esparcimiento). 

Tales opciones se encuentran limitadas, o son directamente nulas, para la enorme cantidad de mujeres 
viviendo en hogares pertenecientes a los sectores más bajos en estratificación socio-económica, y que, 
además, enfrentan habitualmente, mayores responsabilidades de cuidado. 

En esos casos, la presión sobre el tiempo de trabajo de las mujeres puede ser superlativa y las restriccio-
nes para realizar otras actividades (entre éstas, la participación en la vida económica), posiblemente se-
veras. De este modo, la OSC resulta en sí un vector de reproducción y profundización de la desigualdad.

Adicional a ello, la OSC puede adoptar una dimensión trasnacional (Pérez Orozco, 2007), que se verifica 
cuando parte de la demanda de cuidado es atendida por personas trabajadoras migrantes. En las expe-
riencias de la región sucede con frecuencia que quienes migran y se ocupan en actividades de cuidado 
(mayormente mujeres) dejan en sus países de origen hijos, hijas u otros familiares dependientes, cuyo 
cuidado es atendido, entonces, por otras personas, vinculadas con redes de parentesco (abuelas, tías, 
cuñadas, hermanas mayores) o de proximidad (vecinas, amigas). 

De ese modo, se conforman las denominadas cadenas globales de cuidado; es decir, vínculos y rela-
ciones a través de los cuales se transfiere cuidado de la mujer empleadora en el país de destino hacia 
la trabajadora migrante, y desde ella hacia sus familiares o personas próximas en el país de origen. Los 
eslabones de la cadena tienen distinto grado de fortaleza y la experiencia de cuidado (recibido y dado) 
se ve determinada y atravesada por condiciones de vida desiguales. 

Las cadenas globales de cuidado replican de algún modo las que se han conformado en los procesos 
de migraciones internas más históricos, que, en el caso particular de Panamá, involucran a la población 
femenina indígena, principalmente.4 En este sentido, en su dimensión migratoria y trasnacional, la OSC 
agudiza su rol como vector de reproducción de desigualdad.

3	 Sobre la noción de Régimen de Bienestar y sus dimensiones de género en América Latina. Ver Martínez Franzoni (2007).
4	 Ver al respecto Rodríguez Blanco (2016).

Según Rodríguez Enríquez y Pautassi (2014), esta injusta distribución de las tareas de cuidado también 
tiene consecuencias económicas en dos dimensiones. A nivel macro, la sub-utilización de la fuerza 
de trabajo femenina hace que la economía no aproveche completamente los recursos de que dispone 
(fuerza de trabajo femenina), produciendo menos de su potencial. A nivel micro, hay menor productivi-
dad por un menor rendimiento en el trabajo como consecuencia de la tensión de tener que conciliar la 
vida laboral con la familiar. 

En definitiva, la injusta OSC es un problema que nos presenta desafíos ineludibles. Es un espacio espe-
cífico de vulneración de derechos, por lo que es necesario transformarla para manifestar las obligacio-
nes institucionales y sociales en este tema. Es una dimensión básica de las desigualdades de género, 
por lo que abordarla permitirá seguir avanzando en la construcción de una sociedad más igualitaria 
entre varones y mujeres. Además, un vector claro de profundización de la desigualdad socioeconómica, 
por lo que su modificación puede potenciar, o incluso tener un efecto más poderoso en términos de 
impactos distributivos, que las tradicionales políticas sociales de atención de la pobreza. 

1.2  Desarrollo humano, capacidades y cuidado

El desarrollo humano es un enfoque que tiene por objetivo ampliar las oportunidades de las personas, 
en la medida en que adquieren más capacidades y tienen más posibilidades de utilizarlas. Es un proce-
so que se concentra en la riqueza de las vidas humanas y no solo en la riqueza de las economías, que 
representa un medio importante para el logro del desarrollo humano, pero no es la meta última. 

“El desarrollo humano es el desarrollo de las personas mediante la creación de capacidades humanas, 
para las personas mediante la mejora de sus vidas y por las personas mediante su participación activa 
en los procesos que determinan sus vidas” (PNUD, 2015, p. 2).

Cuando se hace referencia al desarrollo de las personas, principalmente se asocia al ingreso, a la salud, 
la educación y otras dimensiones más tangibles. Menos visibles, y con frecuencia descuidados, son los 
efectos sobre el trabajo de atención y cuidado, la tarea de atender a los dependientes, los niños, los 
enfermos, las personas con discapacidad, los adultos mayores, sin olvidar a nosotros mismos, agota-
dos por las exigencias de la vida diaria (PNUD, 1999, p. 77). Una de las contribuciones del enfoque de 
desarrollo humano a las políticas de cuidado la constituye la reflexión acerca de la noción de bienestar. 

De acuerdo con ese enfoque, el bienestar no significa lo mismo para todas las personas y no es solo 
económico o monetario; el bienestar es multidimensional. De ahí que las estrategias y políticas de de-
sarrollo que han estado dirigidas, principalmente, a reducir las desigualdades identificadas mediante  
mediciones de privación económica, deben incorporar las dimensiones del cuidado, con sus caracte-
rísticas y rasgos multidimensionales. 

Los cuidados están vinculados, fuertemente, al desarrollo humano, porque son un insumo fundamental 
para la formación de la capacidad humana. “Sin atención y cuidado auténticos, los niños no pueden 
desarrollar su capacidad, y los adultos tienen dificultades para mantener o aumentar las suyas” (ídem). 
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Además, los cuidados producen beneficios que van más allá de los individuos o la familia involucrada, 
contribuyendo a la consecución de objetivos sociales comunes y por los cuales la sociedad no paga. 
“Crea capital humano y social: la generación siguiente, trabajadores con aptitudes humanas y sociales 
de las que se puede depender, que sean buenos ciudadanos” (ídem, p. 80). También contribuye a la 
cohesión social y refuerza la solidaridad familiar y comunitaria.

Además de ser un insumo importante para el desarrollo humano, el cuidado también es un producto, 
porque representa una “[…]capacidad intangible, pero esencial, un factor del bienestar humano”(ídem). 
En este sentido, es necesario señalar el derecho que tienen las personas dependientes a ser cuidadas 
de manera adecuada, a satisfacer sus necesidades y a recibir afecto para su mayor bienestar.

Por otro lado, las personas que cuidan también derivan una satisfacción intrínseca de la tarea de ayudar 
a otros; de manera más fuerte, cuando se trata de cuidar a seres queridos como hijos o padres; pero, 
de igual forma, en los casos donde se crean lazos emocionales al cuidar a personas ajenas a la familia. 

Sin embargo, la tarea de cuidado, precisamente por ser vista como acto de amor y hasta un deber en 
el caso de cuidar a hijos, padres u otros familiares, se presta para pasar por alto las necesidades y de-
rechos de quienes cuidan. Por ello es importante reconocer que el trabajo de cuidar no solo se trata de 
dar afecto, y que es un trabajo difícil y de gran responsabilidad, el cual puede requerir de mucha ener-
gía, tiempo, dinero, de un esfuerzo físico importante, y emocional también (como en el caso de cuidar a 
una persona con discapacidad o adulto mayor). 

Además, la tarea de cuidado es un trabajo que se realiza, en la mayoría de los casos, a expensas 
del propio bienestar, pues al cuidar, en muchas ocasiones, las personas  pierden oportunidades para 
aumentar sus propias capacidades como puede ser tiempo para su autocuidado, realizar estudios o 
buscar un trabajo remunerado. Es decir, cuando cuidar no es decisión propia, y no se realiza de manera 
digna y respetando los derechos, puede ir en detrimento del desarrollo humano de quien cuida. 

De esta manera, el cuidado es una dimensión fundamental del desarrollo humano, por lo que es una tarea 
impostergable asegurar la disponibilidad de servicios y bienes adecuados para quienes requieren cuidados, 
así como garantizar el bienestar y el respeto de los derechos y atención a las necesidades de quienes cuidan. 

CAPÍTULO 2 

La demanda de
cuidados en Panamá

La demanda de cuidados está determinada, centralmente, por las características estáticas y dinámicas 
de la población. En particular, dependerá de la cantidad y peculiaridad de los grupos poblacionales que, 
por sus edades o condiciones físicas y mentales, no pueden proveerse de cuidados, y su relación con 
aquellos que, de manera potencial,  los proporcionan.

A continuación se describen estos grupos poblaciones y sus relaciones, para el caso de Panamá. 
De manera particular, se analiza a la población dependiente del cuidado: niños, niñas y adolescentes 
(personas de 0 a 14 años de edad), la población adulta mayor (personas de más de 60 años) 5, y las 
personas con discapacidad6. 

2.1 Características demográficas

Según las proyecciones del Instituto Nacional de Estadísticas y Censo (INEC), la población de 
Panamá alcanza en el año 2017, cerca de cuatro millones 100 mil habitantes, compuesta por 
50.2% de hombres y 49.8% de mujeres. Como se indica en el Cuadro No.1, según el criterio 
de edad, el grupo dependiente más numeroso está conformado por los niños y las niñas, 
alcanzando el 26.8% del total de la población. En tanto, los adultos mayores suman casi 470 
mil, representando 11.5% del total de la población.

5	 Este criterio de definición de la población adulta mayor (60 años y más) es de uso habitual en Panamá, y resulta coherente con las 
investigaciones realizadas en América Latina y el Caribe por los organismos internacionales como la CEPAL y el CELADE.

6	 Usamos la expresión personas con discapacidad o personas discapacitadas con base en los documentos de la ONU y la Conven-
ción sobre los derechos de las personas con discapacidad de 2006.
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Cuadro No. 1

 Población de Panamá, por Sexo, según Grupo de Edad, Año 2017 y 2020

Grupo de edad No. de personas Distribución % por sexo Distribución % según Grupo de edad

Total Hombres Mujeres Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres

2017 2020 2017 2020 2017 2020 2017 2020 2017 2020 2017 2020 2017 2020 2017 2020

Total 4,098,135 4,278,500 2,056,085 2,144,802 2,042,050 2,133,698 50.2 50.1 49.8 49.9 100 100 100 100 100 100

0-14 1,097,048 1,102,487 560,190 563,058 536,858 539,429 51.0 51.1 48.9 48.9 26.8 25.8 27.2 26.2 26.3 25.3

15-59 2,531,151 2,643,974 1,273,928 1,330,836 1,257,223 1,313,138 50.3 50.3 49.7 49.7 61.8 61.8 62 62 61.6 61.5

60  y más 469,936 532,039 221,967 250,908 247,969 281,131 47.2 47.2 52.8 52.8 11.5 12.4 10.8 11.7 12.1 13.2

Fuente: Elaboración a partir de INEC, Estimaciones y Proyecciones de la Población Total, según sexo y Edad al 1 de julio de 2010-2020

La población panameña se encuentra, geográficamente, bastante concentrada. Panamá se divide en 
diez provincias y tres comarcas indígenas7. En el año 2017, la mayoría de la población se asienta en 
las provincias, alcanzando el 93.5% del total de habitantes. Más de la mitad de la población vive en 
la provincia de Panamá (ver Cuadro No. 2). Las tres comarcas indígenas suman más de 264 mil habi-
tantes, siendo Ngäbe Buglé la de más población. En este territorio se asienta el 5.1% de la población 
panameña. Sólo en la provincia Panamá y las comarcas indígenas (Guna Yala y Ngäbe Buglé) el número 
de mujeres supera al de los hombres (ver Cuadro No. 2).

7	 Desde el 1 de enero de 2014 existe una décima provincia, la provincia Panamá Oeste, al segregarse la provincia de Panamá. Dado que 
la misma aún no se refleja en las proyecciones de la población, en este trabajo sólo se verán datos poblacionales de nueve provincias.

Cuadro No. 2. 

Población de Panamá por Sexo, según Territorio. Año 2017

  No. de personas Distribución % por Sexo Distribución % de la Población 
Total según Territorio

Territorios Total Hombres Mujeres Hombres Mujeres Total
República de Panamá 4,098,135 2,056,085 2,042,050 50.2% 49.8% 100.0%
Bocas del Toro 165,622 84,713 80,909 51.1% 48.9% 4.0%
Coclé 261,309 133,357 127,952 51.0% 49.0% 6.4%
Colón 285,429 144,602 140,827 50.7% 49.3% 7.0%
Chiriquí 456,821 229,682 227,139 50.3% 49.7% 11.1%
Darién 55,753 30,113 25,640 54.0% 46.0% 1.4%
Herrera 118,551 59,512 59,039 50.2% 49.8% 2.9%
Los Santos 95,401 47,938 47,463 50.2% 49.8% 2.3%
Panamá 2,148,132 1,067,793 1,080,339 49.7% 50.3% 52.4%
Veraguas 246,121 127,769 118,352 51.9% 48.1% 6.0%
Guna Yala 44,231 21,464 22,767 48.5% 51.5% 1.1%
Emberá 12,284 6,483 5,801 52.8% 47.2% 0.3%
Ngabe Buglé 208,481 102,659 105,822 49.2% 50.8% 5.1%

Resumen Provincias y Comarcas Indígenas 

Provincias 3,833,139 1,925,479 1,907,660 50.2% 49.8% 93.5%

Comarcas Indígenas 264,996 130,606 134,390 49.3% 50.7% 6.5%

Fuente: Elaboración a partir de INEC, Estimaciones y Proyecciones e la Población Total, según sexo y edad, al 1 de julio de 2017.

Cuando se considera la estructura de la población para los grupos de edad definidos, se observa que 
no difiere sustantivamente del promedio nacional, en la mayoría de los territorios sub-nacionales, con 
algunas excepciones (ver Cuadro No.3):

•	 En la comarca Ngäbe Buglé, 4 de cada 10 habitantes son niños, niñas y adolescentes (de 0 a 14 
años).

•	 Sólo tres provincias se alejan del promedio nacional (26.8%) de participación de este grupo de edad 
(0 a 14 años) en el total de la población: Bocas del Toro (37.9%), Darién (32.1%) y Colón (30.9%). 

•	 El peso de la población en edad activa (15 a 59 años) ronda el promedio nacional (61.8%) en casi 
todos los casos, con excepción de la comarca Guna Yala (50%) y las demás comarcas indígenas 
(54.8 y 51.4%).

•	 La población de 60 años y más representa el 10.9% del total de la población en el país, teniendo un 
peso de 11.8% en las provincias y 6.5% en las comarcas indígenas. Resaltan como casos alejados 
del promedio nacional, las provincias de Los Santos (20.7%), Herrera (17.2%) y Veraguas (14.2%). 
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Cuadro No. 3

 Población de Panamá por grupo de Edad, según territorio, Año 2017

  No. de personas Participación % según territorio

Territorios 0-14 15-59 60 y más 0-14 15-59 60 y más

República de Panamá 1,097,048 2,531,151 469,936 26.8% 61.8% 11.5%

Bocas del Toro 62,771 93,532 9,319 37.9% 56.5% 5.6%

Coclé 70,154 158,409 32,746 26.8% 60.6% 12.5%

Colón 88,317 170,420 26,692 30.9% 59.7% 9.4%

Chiriquí 129,166 265,235 62,420 28.3% 58.1% 13.7%

Darién 17,910 32,273 5,570 32.1% 57.9% 10.0%

Herrera 25,614 72,546 20,391 21.6% 61.2% 17.2%

Los Santos 17,886 57,756 19,759 18.7% 60.5% 20.7%

Panamá 504,096 1,403,184 240,852 23.5% 65.3% 11.2%

Veraguas 69,363 141,720 35,038 28.2% 57.6% 14.2%

Guna Yala 16,964 22,131 5,136 38.4% 50.0% 11.6%

Emberá 4,597 6,732 955 37.4% 54.8% 7.8%

Ngabe Buglé 90,210 107,213 11,058 43.3% 51.4% 5.3%

Resumen Provincias y Comarcas Indígenas 

Provincias 985,277 2,395,075 452,787 25.7% 62.5% 11.8%

Comarcas Indígenas 111,771 136,076 17,149 42.2% 51.4% 6.5%

Fuente: Elaboración a partir de INEC, Estimaciones y Proyecciones de la Población Total, según Sexo y Edad, al 1 de Julio de 2017.

Con respecto a la composición de la población por sexo y grupo de edad, se aprecia a través del Índice 
de Feminidad8 que la población masculina supera a la femenina en las edades comprendidas entre los 
0 y 59 años, a nivel nacional y en el conjunto de provincias. 

En las comarcas indígenas hay más mujeres que hombres, con excepción del grupo de niños y niñas en 
el cual el índice es parecido al promedio nacional (ver Cuadro No.4).

Para la población adulta mayor esa tendencia se revierte; hay más mujeres en el conjunto de provincias 
y en las comarcas indígenas. Ello es característico de este grupo poblacional, debido a que las féminas 
presentan más longevidad y los hombres una tasa de mortalidad más alta. Una excepción a esto se 
registra en las provincias de Darién, Bocas del Toro y Veraguas, así como en la comarca Emberá Wou-
naan, donde la cifra de hombres mayores es más alta.

8	 Este indicador muestra el número de mujeres por cada cien hombres; es decir, cuando el valor es mayor a 100 hay más mujeres que 
hombres, y cuando es menor a 100, más hombres que mujeres.

Cuadro No. 4

 Índice de Feminidad por Grupo de Edad, según Territorio, Año 2017

Territorios Total 0 a 14 15 a 59 60 y más

República de Panamá 99.3% 95.8% 98.7% 111.7%

Bocas del Toro 95.5% 95.7% 97.8% 74.7%

Coclé 95.9% 95.4% 95.0% 102.1%

Colón 97.4% 95.3% 97.6% 103.3%

Chiriquí 98.9% 95.7% 98.4% 108.1%

Darién 85.1% 95.9% 82.9% 67.4%

Herrera 99.2% 95.5% 96.7% 113.8%

Los Santos 99.0% 95.3% 95.8% 112.9%

Panamá 101.2% 95.9% 100.1% 120.6%

Veraguas 92.6% 96.1% 90.2% 95.8%

Guna Yala 106.1% 96.2% 110.0% 125.3%

Emberá 89.5% 96.8% 85.8% 82.3%

Ngabe Buglé 103.1% 96.4% 108.4% 109.4%

Resumen Provincias y Comarcas Indígenas

Provincias 99.4% 95.8% 98.2% 111.7%

Comarcas Indígenas 94.4% 96.4% 107.4% 112.1%

Fuente: Elaboración a partir de INEC, Estimaciones y Proyecciones de la Población Total, según Sexo y Edad, al 1 de Julio de 2017.

En síntesis, la población panameña muestra:

•	 Fuerte concentración territorial, lo que puede imponer desafíos específicos a las políticas públicas 
de cuidado que atiendan a los territorios más poblados.

•	 Espacios territoriales de mayor envejecimiento y espacios territoriales más jóvenes, lo que implica 
diseñar políticas que atiendan las necesidades diversas del cuidado a lo largo del ciclo de vida, con 
la distribución territorial correspondiente.

•	 Concentración de poblaciones jóvenes en las comarcas indígenas, con mayores tasas de depen-
dencia en el cuidado. 

•	 Feminización de la población de adultos mayores, lo que implica formular políticas de cuidado es-
pecíficas para las mujeres de mayor edad.

•	 Insinuación de procesos migratorios diferenciados por territorios. La composición por sexo de la 
población de 0 a 15 años es muy similar; sin embargo, a partir de  los 15 años de edad cambia la 
relación mujeres/hombres: en Bocas del Toro, Darién, Emberá y Veraguas disminuye la población 
femenina con respecto a la masculina. Mientras, en las comarcas Guna Yala y Ngäbe Buglé la ten-
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dencia es opuesta. Esto impone desafíos a las políticas de cuidado que deben atender los déficits 
que generan estos procesos migratorios, expresados mayormente en la sobrecarga del trabajo de 
las mujeres (no remunerado para aquellas que quedan cuando migran otras; remunerado para las 
mujeres que quedan y deben buscar formas alternativas de ingresos, cuando migran los hombres).

2.1.1. Impacto de la estructura por edades en los hogares
La relación entre los grupos de edad de la población brinda una medida de la cantidad de personas que 
hay disponibles para “atender” a las personas dependientes. Eso puede verse a través del indicador de 
tasa de dependencia9.

Para el año 2017, la tasa de dependencia total a nivel nacional se sitúa en 61.9 personas en edades de-
pendientes por cada 100 personas en edades económicamente activas, siendo la dependencia juvenil 
43.3 y la de la vejez 18.6. En el ámbito de las provincias y comarcas indígenas se presentan diferencias 
significativas, entre éstas (ver Cuadro No.5): 

•	 La dependencia total es 10 puntos porcentuales más alta que el promedio nacional en tres provin-
cias y en las tres comarcas indígenas. En las provincias de Bocas del Toro y Darién incide la alta 
tasa de dependencia juvenil, y en Veraguas se suma a ésta la de adultos mayores. La elevada tasa 
en las comarcas indígenas es producto de la tasa juvenil; y en el caso de Guna Yala,  se adiciona la 
de adultos mayores.

•	 Sólo la provincia de Panamá tiene una tasa inferior al promedio nacional, 8 puntos porcentuales, 
principalmente por la menor incidencia de la dependencia juvenil.

•	 Los Santos y Herrera son las provincias que tienen las tasas de dependencia de adultos mayores 
más altas.

2.1.2 Transición demográfica de Panamá y su incidencia
en la demanda de cuidado
Entre las cuatro etapas de transición demográfica -incipiente, moderada, plena y avanzada-10, Panamá 
se encuentra en la fase de plena transición, cuyas características son una “natalidad moderada y una 
mortalidad moderada o baja, lo que determina un crecimiento natural moderado cercano al 2%”. 

Una característica de los países en plena transición demográfica es que la estructura por edades de 
su población todavía se mantiene relativamente joven debido al descenso reciente de la fecundidad y 
al envejecimiento poblacional, que aún es moderado. Otra particularidad se refiere al incremento de la 
población en edad de trabajar. No obstante, con el avance del tiempo, el envejecimiento se acelera, así 
como la reducción del peso relativo de niños y jóvenes, ocasionando, nuevamente, un incremento de 
las tasas de dependencia, esta vez por la dependencia en la vejez.
9	 Para el caso de Panamá y para los grupos de edad definidos, la tasa de dependencia total se define como el cociente entre la suma 

de niños/as menores de 15 años y adultos de 60 y más años, y la población de 15 a 59 años, por 100.
10	 Tomado de http://www.cepal.org/celade/sitdem/de_sitdemtransdemdoc00e.html, La Transición Demográfica en América Latina, 

CELADE/CEPAL. Esta tipología elaborada por el CELADE se basa en las tasas brutas de natalidad y mortalidad, las que determinan 
el crecimiento natural de la población y su estructura por edades.

Cuadro No. 5

 Tasas de Dependencia, según Territorio, Año 2017

Territorios Total Población Juvenil Población Adulta Mayor

República de Panamá 61.9% 43.3% 18.6%

Bocas del Toro 77.1% 67.1% 10.0%

Coclé 65.0% 44.3% 20.7%

Colón 67.5% 51.8% 15.7%

Chiriquí 72.2% 48.7% 23.5%

Darién 72.8% 55.5% 17.3%

Herrera 63.4% 35.3% 28.1%

Los Santos 65.2% 31.0% 34.2%

Panamá 53.1% 35.9% 17.2%

Veraguas 73.7% 48.9% 24.7%

Guna Yala 99.9% 76.7% 23.2%

Emberá 82.5% 68.3% 14.2%

Ngabe Buglé 94.5% 84.1% 10.3%

Resumen Provincias y Comarcas Indígenas

Provincias 60.0% 41.1% 18.9%

Comarcas Indígenas 94.7% 82.1% 12.6%

Fuente: Elaboración a partir de INEC, Estimaciones y Proyecciones de la Población Total, según Sexo y Edad, al 1 de Julio de 2017, 

Según las proyecciones del INEC, la población de Panamá alcanzará más de 4,8 millones de habitan-
tes en el año 2030, lo cual representa un incremento de 21.6% con respecto al 2015. Si se considera 
el 2050, la población sería de más de 5,6 millones de habitantes, aumentando 41.5% con respecto al 
2015.

Como se observa en el Cuadro No. 6, en los próximos años y decenios, la composición etaria de la po-
blación panameña cambia radicalmente: los niños y niñas con menos de 15 años disminuyen su peso 
en la estructura poblacional, representando el 18.6% hacia el año 2050; la participación de la población 
de 15 a 59 años se mantiene superior al 61% al 2025, cuando comienza a descender hasta el 57.4% en 
el 2050; y el peso de la población adulta mayor aumenta, paulatinamente, alcanzando 24% en el 2050. 
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Cuadro No. 6 

Población de Panamá por Grupo de Edad, 2015 a 2050, y Composición Etaria

N° de Personas Composición Etaria (%)
Año Total 0 a 14 15 a 59 60 y más 0 a 14 15 a 59 60 y más
2015 3.975.404 1.091.424 2.450.550 433.430 27,5 61,6 10,9
2020 4.278.500 1.102.487 2.643.974 532.039 25,8 61,8 12,4
2025 4.565.559 1.104.749 2.808.838 651.972 24,2 61,5 14,3
2030 4.834.846 1.098.972 2.948.029 787.845 22,7 61,0 16,3
2040 5.306.666 1.081.414 3.145.457 1.079.795 20,4 59,3 20,3
2050 5.625.442 1.045.353 3.228.722 1.351.367 18,6 57,4 24,0

Fuente: Elaboración a partir de INEC, Estimaciones y Proyecciones de la Población Total, Provincia y  Comarca Indígena, según Sexo y 
Edad, al 1 de Julio de 2015-2030, Cuadro 9.

El indicador Tasa de Dependencia muestra los cambios antes anotados, disminuyendo la juvenil y au-
mentando de forma progresiva la de adultos mayores. Se observa, asimismo, que la dependencia total 
vuelve a aumentar en el año 2025, como efecto de la dependencia en la vejez (ver Cuadro No.7). 

Cuadro No. 7

Tasa de Dependencia, Total, Juvenil y Adulta Mayor, Año 2015 – 2050

Años Total 0 a 14 años 60 y más años
2015 62,2 44,5 17,7
2020 61,8 41,7 20,1
2025 62,5 39,3 23,2
2030 64 37,3 26,7
2040 68,7 34,3 34,3
2050 74,2 32,4 41,9

Fuente: Elaboración a partir de INEC, Estimaciones y Proyecciones de la Población Total, Provincia y Comarca Indígena, según Sexo y 
Edad, al 1 de Julio de 2015-2030, Cuadro 9. 

Esta dinámica demográfica implica que aumentarán las necesidades de cuidado de las personas mayo-
res, pero seguirán existiendo los requerimientos de cuidado para la población menor de 15 años. Según 
esta tendencia, se incrementarán los hogares en los cuales conviven niños, niñas y personas mayores 
en situación de dependencia11, lo que significa una presión adicional sobre la carga de trabajo para los 
demás miembros de los hogares, generalmente para las mujeres, así como un desafío central para las 
políticas públicas encargadas de promover la corresponsabilidad social.

11	   A la cohorte de población que tiene que enfrentar esta doble demanda de cuidado se la denomina “generación sandwich”.

2.2 Algunas particularidades de los grupos de edad

2.2.1. La pobreza de la población infantil 
Dada la estructura y dinámica de la población panameña, los niños, niñas y adolescentes seguirán 
siendo, por varios años, un grupo de población relevante. Una de las características salientes de este 
grupo social en Panamá es la alta incidencia de la pobreza, lo que impacta en sus condiciones de vida 
actuales y en las posibilidades de desarrollo humano futuro. 

Según el Informe Nacional de Desarrollo Humano Panamá (INDH) 2014, las poblaciones infantil y juvenil 
muestran una alta incidencia de la pobreza por ingresos, sobre todo, en las edades menores (ver Cua-
dro No. 8).

 

Cuadro No. 8

Población bajo la línea de pobreza total de ingresos. Panamá 2014

Edad quinquenal Pobreza total
0-4 43.7%
5-9 43.7%

10-14 40.2%
15-19 34.1%
20-24 24.6%

Fuente: Cuadro 1 INDH PNUD Panamá 2014

 

Sumado a lo anterior, el INDH 2014 destaca que existe variación en la población infantil con los mayores 
riesgos, predominando en el área rural,  especialmente en la provincia Bocas del Toro y en las áreas 
indígenas Emberá Wounaan, Guna Yala y Ngabe Buglé, espacios que presentan altos porcentajes de 
menores de 5 años. Asimismo, los Índices de Pobreza Multidimensional (IPM) son muy altos en estas 
comarcas con 70.7%, 82.3% y 89.5% respectivamente, en comparación al 36.5% de Darién, la provin-
cia con el mayor porcentaje. 

2.2.2. Feminización de la población adulta mayor y su débil cobertura social
En los próximos años, y según las proyecciones de la población, los adultos mayores serán el grupo que 
más aumentará en Panamá y ocasionará un crecimiento aún más elevado entre los de edad avanzada, 
proceso denominado “envejecimiento del envejecimiento”. Por ejemplo, mientras la población total se 
incrementa 21.6% entre 2015 y 2030, la población adulta mayor crece 81.8% y la de 80 años y más 
97.2%. Esta última suele tener altos niveles de dependencia. 
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Otra característica de este proceso se refiere a la feminización de la vejez12, al aumentar la participación 
femenina en el total de las personas mayores, fenómeno atribuido a la mayor longevidad en las mujeres 
y la mayor mortalidad en los hombres. Como se observa en el Cuadro No. 9, la feminización de la vejez 
aumenta junto con la edad.

Cuadro No. 9 

Distribución Relativa de la Población Adulta Mayor, por Sexo, según Grupo de Edad, e Índice de Feminidad, 
Año 2017

Grupo de Edad Total Hombres Mujeres % Mujeres Índice de Feminidad

Total 100 100.0% 100.0% 52.8% 111.7%

60 a 64 30.3% 31.2% 29.5% 51.3% 105.5%

65 a 69 23.3% 23.7% 22.9% 52.0% 108.2%

70 a 74 17.6% 17.6% 17.5% 52.7% 111.4%

75 a 79 12.6% 12.4% 12.8% 53.6% 115.7%

80 y más 16.2% 15.1% 17.2% 56.0% 127.2%

Fuente: Elaboración a partir de INEC, Estimaciones y Proyecciones de la Población Total, según Sexo y Edad, al 1 de Julio de 2017.

El envejecimiento de la población ocasiona varios impactos en los hogares. Uno de estos es el incre-
mento de miembros de más edad en las familias y hogares, quienes suelen requerir atención y cuidados 
físicos, psíquicos y afectivos diferentes a los del resto, acorde a su ciclo vital, y sus necesidades de 
salud y relaciones sociales. 

Con el aumento de la esperanza de vida, crece la incidencia de enfermedades degenerativas y cróni-
cas, así como el riesgo de presentar trastornos mentales y enfermedades neurológicas. También, las 
tensiones en la atención del cuidado en esta etapa de alta vulnerabilidad incrementan el maltrato a las 
personas mayores.

Otro cambio se refiere a la composición de los hogares. Aumentan los hogares unipersonales con per-
sonas mayores, sean viudas, divorciadas, separadas o solteras; los hogares nucleares sin hijos de pare-
jas de adultos mayores; o los hogares extensos con personas mayores. Cada una de estas situaciones 
implica necesidades o requerimientos materiales y no materiales, y de cuidados distintos.

La población adulta mayor en Panamá tiene un alto grado de desprotección. Según cifras del INEC 
(2015:21) con base en el Censo de 2010, el 34.1% de la población adulta mayor que habita en vivien-
das particulares reportó ser jubilado o pensionado13 por vejez de la Caja de Seguro Social, mientras el 

12	 El indicador Feminización en la Vejez se define como el cociente entre el número de mujeres sobre el número de hombres multipli-
cado por 100, lo que se expresa como el número de mujeres por cada 100 hombres (Secretaría del Gabinete Social, et al. 2004:9). 
Es equivalente al Índice de Feminidad. 

13	  Es la persona que recibe una pensión del seguro social adquirida en virtud de sus propios aportes en calidad de trabajador cotizante.

28.5% dijo no tener seguro social o no declaró. El 23.1%, por su parte, declaró ser beneficiario14 de la 
Caja de Seguro Social. Los asegurados directos15 representan el 9% del total. 

2.3. Estado de situación de las personas con 
discapacidad
En Panamá, según los datos del Censo de 2010, habitan 97,165 personas con discapacidades, que 
representan el 2.9% del total de la población16. La tasa de discapacidad es apenas mayor en la población 
masculina (30 por cada mil habitantes), que en la población femenina (27 por cada mil habitantes). Las 
provincias con las tasas más altas de incidencia de personas con discapacidad son Darién, Herrera y 
Los Santos, y la comarca con la mayor tasa de discapacidad es Emberá (ver Cuadro No.10). 

Cuadro No. 10

Personas con discapacidad por sexo, según provincias y comarcas indígenas: Censo de 2010. 
(Tasas por mil habitantes)

Provincias y comarcas indígenas Total Hombres Mujeres

TOTAL 29 30 27

Emberá 50 57 43

Los Santos 47 49 45

Herrera 45 48 43

Darién 45 51 38

Veraguas 36 39 33

Coclé 36 38 33

Chiriquí 35 38 33

Bocas del Toro 27 30 25

Ngöbe Buglé 27 28 25

Panamá 24 25 24

Colón 19 19 18

Guna Yala 18 20 16

Fuente: Cuadro 6: Atlas Social de Panamá, Ministerio de Economía y Finanzas. Censo de 2010

14	 Persona que tenga derecho a alguna prestación por la Caja de Seguro Social, por la ocurrencia de alguno de los riesgos cubiertos 
por la Ley Orgánica de la Caja de Seguro Social.

15	 Persona que, mediante el pago de las contribuciones establecidas por la Ley, efectuando directamente o por intermedio de terceros, 
genera para sí mismo o sus dependientes el derecho a ciertos beneficios y, por tanto, es protegida por la seguridad social.

16	 Aquí se presentan los datos censales. La Encuesta de Discapacidad de 2006, estima que la población con discapacidad alcanza, 
en realidad, al 11% de la población.
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En síntesis, Panamá, un país en plena transición demográfica, presenta una demanda de cuidados mar-
cada por un alto peso de la población potencialmente dependiente del cuidado, con un alto peso de los 
niños, niñas y adolescentes (casi 30% de la población), un peso creciente de la población adulta mayor, 
y casi 3% de población con discapacidades.

La demanda potencial de cuidados presenta concentración o sobre-representación en algunos espa-
cios territoriales. En particular, la demanda de cuidados de niños, niñas y adolescentes en zonas rurales 
y comarcas indígenas donde, además, los niveles de pobreza son muy elevados. 

En tanto, la demanda de cuidados de personas mayores se caracteriza por su feminización, y el relativo 
crecimiento de los hogares conformados sólo por personas mayores (en especial mujeres). 

Todo esto revela un escenario que demanda políticas públicas de cuidados, adaptadas a las distintas 
necesidades de los grupos etáreos y sus demandas específicas; y a las diferencias territoriales, tanto 
por concentración de población como por sobre-representación de algunas poblaciones dependientes. 
En lo que sigue, se explora cuál es el panorama actual de estas políticas en Panamá. 

Capítulo 3

La oferta existente
de cuidado en Panamá 

Comprender el funcionamiento de la Organización Social del Cuidado (OSC) en Panamá, y sus impli-
cancias, es un asunto relevante para la agenda de desarrollo del país. 

Como lo demuestra la evidencia para otros países, cuando la OSC es injusta, resulta un obstáculo no 
sólo para el pleno desarrollo de vida de las personas que lo requieren y para quienes las cuidan en con-
diciones de desventaja, sino para la sociedad en su conjunto.

Este resulta, además, un buen momento para elevar esta discusión en Panamá, que todavía cuenta 
con la ventaja del bono demográfico, el cual se reducirá aceleradamente en los próximos años por la 
velocidad de envejecimiento de la población. Como lo muestra el Gráfico 1, la pirámide de población en 
Panamá aún tiene una base extensa en la que es necesario invertir.

Gráfico 1 

Pirámide de población, República de Panamá, años 1950, 2000 y 2050

Panamá 1950
Pirámide de población

Panamá 2000
Pirámide de población

Panamá 2050
Pirámide de población

Contraloría, INEC. Fuente secundaria: UNICEF, 2011.
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Abordar la cuestión del cuidado implica, entre otras cosas, reconocer la importancia de la atención de 
la primera infancia, y brindar a los niños y niñas los elementos que necesitan para un pleno desarrollo 
futuro.

Invertir hoy en políticas de cuidado es disminuir problemas futuros como aquellos asociados a la mala 
nutrición, la poca educación, la pobreza, entre otros; y formar una población con mayores capacidades 
para contribuir al desarrollo económico y social del país.

Además, las políticas de cuidado son necesarias para lograr mayor inclusión de población histórica-
mente marginada del acceso a los frutos del desarrollo. Como lo muestra el INDH 2014, uno de cada 
tres hogares panameños incluye niños o niñas menores de 6 años, pero en las comarcas indígenas esta 
cifra puede llegar a 65.5%. Mientras la forma familiar predominante sigue siendo la familia nuclear bipa-
rental, ha crecido la proporción de hogares monoparentales, los cuales superan al 8% de la población. 
Estos últimos, en particular aquellos comandados por mujeres, que son la mayoría, pueden enfrentar 
situaciones de vulnerabilidad especialmente severa: suelen contar con menos recursos para atender las 
demandas de cuidado, y de forma evidente, con la imposibilidad de un cuidado compartido. La mayor 
prevalencia de la pobreza entre estos hogares revela que el problema del cuidado requiere un lugar 
prioritario en la agenda de desarrollo del país.

Sumado a ello, invertir en políticas de cuidado es mejorar las posibilidades de la actual fuerza de traba-
jo, en particular  para las mujeres.

Como se señaló en el Capítulo 1, la forma que adopta la OSC, como respuesta a las demandas de la 
población, puede ser clave para explicar los nudos estructurales de la desigualdad. 

Por ello, promover una OSC justa, en la que las responsabilidades y los tiempos de trabajo de cui-
dado estén equitativamente distribuidos, es una estrategia para la igualdad de género y hacia una 
mayor justicia social, que puede disminuir la pobreza en las familias (Batthyány, 2015; CEPAL, 2010; 
Rodríguez, 2007).

En este capítulo se presenta un diagnóstico de la OSC en Panamá, repasando cada uno de sus com-
ponentes: la provisión de servicios de cuidado, el trabajo de cuidado al interior de los hogares y las 
regulaciones relativas al cuidado.

3.1. Normas y regulaciones relativas al cuidado
La Constitución Política de Panamá, en su Capítulo 2 referido a la Familia, específicamente en el artículo 
56, establece que el Estado protegerá la salud física, mental y moral de los niños, niñas y adolescentes 
(NNyA), y les garantizará el derecho a la alimentación, salud, educación, seguridad y previsiones socia-
les. Y en el Capítulo 63, que el Estado creará un organismo destinado a proteger la familia y a los NNyA.

Adicional a ello, Panamá ratificó, en 1990, la Convención de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescen-
tes, la cual establece que la familia, la sociedad y el Estado deben procurar el interés superior de niñas 
y niños, asistirles y protegerles para garantizar su desarrollo integral y sus derechos fundamentales. 
Luego, en 1994 se aprobó el Código de la Familia y el Menor que contempla los principios para regular 
y garantizar los derechos de niños, niñas y adolescentes. 

En 1999, mediante decreto ejecutivo, se crean los Centros Integrales de Desarrollo Infantil, Parvularios 
y de Orientación Infantil; y, de igual forma, en el año 2000, se establece la regulación del derecho a la 
inclusión en la educación regular a las niñas y los niños con discapacidad. 

Panamá también cuenta con la Ley General de Pensión Alimenticia de 2012 (pensión considerada en el 
Código de Familia), que regula el derecho de niñas, niños y adolescentes a recibir alimentos, y establece 
la obligación de padres y representantes a darlos. 

Con relación a las personas adultas mayores, la Constitución Nacional establece la protección que el 
Estado debe brindar a la familia y en ésta, a la población adulta mayor, enfatizando en aquella en es-
tado de vulnerabilidad. En este marco legal, el Código de Familia indica la responsabilidad estatal de 
proteger dentro de la familia a los grupos más vulnerables, entre estos, las personas adultas mayores. 

Asimismo, se cuenta con la  Ley No. 4 del 29 de enero de 1999, que regula la Igualdad de Oportunida-
des para las Mujeres para alcanzar la Igualdad de Género, norma que establece en uno de sus aparta-
dos los mecanismos de bienestar y seguridad social de las mujeres adultas mayores. 

También existe un marco normativo concerniente a las personas con discapacidad, que incluye: la 
Ley de 1993 por la cual se aprueba el Convenio sobre readaptación profesional y el empleo de per-
sonas con discapacidad, Convenio 159 de la OIT; la Ley de 1997 que crea el Ministerio de la Juven-
tud, la Mujer, la Niñez y la Familia, así como la Dirección Nacional de Discapacidad como organismo 
responsable de la coordinación planificación y ejecución de políticas en materia de discapacidad; 
y la Ley de 1999, en la que se establece la Equiparación de Oportunidades para las personas con 
discapacidad.

En ese marco legal se han aprobado el Decreto Ejecutivo de 2002, que reglamenta  la equiparación de 
oportunidades; el Decreto Ejecutivo de 2004, mediante el cual se crea la Secretaría Nacional de Dis-
capacidad (SENADIS) y el Consejo Nacional Consultivo para la Integración Social de las Personas con 
Discapacidad; el Decreto Ejecutivo de 2005 que establece la Oficina para el Desarrollo Socioeconómico 
de las personas con discapacidad del Ministerio del Trabajo y Desarrollo Laboral, y la Ley de 2007 que 
aprueba la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y el Protocolo Facultativo 
de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

Este paraguas normativo relativo a la población potencialmente dependiente de cuidado, se comple-
menta con normas regulatorias específicas para la población trabajadora. En esta materia, el Código 
de Trabajo, en su Título III, Capítulo II, establece la protección de la maternidad de la trabajadora como 
una responsabilidad del Estado. Así, además de sancionar la estabilidad en el empleo para las mujeres 
ocupadas embarazadas y que dan a luz, establece el beneficio de la licencia por maternidad remunera-
da, de 14 semanas de duración, cuyo financiamiento está a cargo de la Caja de Seguro Social y de los 
empleadores. Es requisito para acceder a este subsidio por maternidad, haber cotizado un mínimo de 
9 cuotas mensuales en los 12 meses anteriores al séptimo mes de gravidez. 

El Código de Trabajo también establece el derecho de las trabajadoras lactantes de contar con 60 minu-
tos diarios de descanso para lactancia, y la obligatoriedad de los empleadores que cuenten con más de 
20 mujeres trabajadoras, a acondicionar un espacio físico para que las trabajadoras puedan alimentar 
adecuadamente a sus hijos. 
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Adicionalmente, según Decreto Ejecutivo del Ministerio de Trabajo y Desarrollo Laboral (MITRADEL) de 
2012 (2015:10), toda madre trabajadora en entidad pública o privada debe disponer de facilidades para 
extraerse la leche materna y conservarla, en lugar adecuado, hasta el final de su jornada de trabajo.

Finalmente, el Código de Trabajo establece que “el Órgano Ejecutivo y la Caja de Seguro Social... es-
tablecerá guarderías y centros infantiles ubicados en sectores industriales y comerciales, donde existe 
concentración de trabajadoras. En tales centros, la madre trabajadora podrá dejar a sus hijos hasta la 
edad escolar y allí recibirán atención médica, dietética y de recreación necesarias” (Artículo 115, Capí-
tulo II, Título III).

Recientemente, Panamá ha dado un paso, al menos simbólico y relevante, para alinearse al paradigma 
de la corresponsabilidad del cuidado entre mujeres y hombres, al sancionar la Ley 27 de 23 de mayo 
de 2017, que establece el beneficio de licencia por paternidad remunerada17, de tres días hábiles de 
duración. Dicho beneficio alcanza a los trabajadores del sector privado y a los servidores públicos.

En la siguiente tabla se presenta una síntesis de los marcos normativos que abarcan las cuestiones de 
cuidado en Panamá.

GRUPO POBLACIONAL NORMATIVA ASPECTO QUE ABORDA

Niños, niñas y 
adolescentes.

Constitución Política (Cap. 2). Derechos sociales básicos 
(alimentación, educación, salud, 
protección social).

Convención Derechos de Niños, 
Niñas y Adolescentes.

Desarrollo integral y derechos 
fundamentales.

Ley General de Pensión Alimentario. Alimentación.

Personas adultas 
mayores.

Código de Familia. Protección grupos vulnerables 
dentro de las familias.

Ley de Igualdad de Oportunidades. Protección mujeres adultas 
mayores

Personas con 
Discapacidad.

Convenio sobre readaptación 
profesional y el empleo de personas 
inválidas.

Inserción laboral.

Convenio 159 de la OIT. Derechos fundamentales.

Equiparación de Oportunidades para 
las personas con discapacidad.

Derechos fundamentales.

Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad 
y el Protocolo Facultativo de la 
Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad.

Derechos fundamentales.

Población trabajadoras 
con responsabilidades de 
cuidado.

Código de Trabajo, Título III, Capítulo 
II.

Protección a la maternidad de la 
mujer trabajadora.
Licencias y descansos.

17	  Computados como tiempo efectivo de servicio pagado por el empleador.

3.2. Provisión de servicios de cuidado

3.2.1.  Políticas públicas de cuidado para Niñas, Niños y Adolescentes (NNyA)
En el 2009, Panamá institucionalizó el Programa de Atención Integral a la Primera  Infancia (PAIPI), con 
un plazo de implementación de 20 años, y creó un Consejo Asesor con representantes de las institucio-
nes públicas, de la sociedad civil y del sector privado. 

El PAIPI está dirigido al cumplimiento de cuatro derechos básicos de atención integral a la población 
infantil de 0 a 6 años: el derecho a la crianza con pautas adecuadas, el derecho a la atención en salud, 
el derecho a la educación inicial y el derecho a la identidad (PAIPI, 2011). Para la población mayor de 6 
años y adolescente, en el 2009 se creó la Secretaría Nacional de la Niñez, la Adolescencia y la Familia 
(SENNIAF), como entidad pública especializada en materia de derechos y entidad ejecutora de las po-
líticas dirigidas a esta población. 

Tomando el conjunto de las provisiones para el cuidado de los NNyA, se puede construir un mapa que 
incluye instituciones educativas, centros de cuidado de corte más informal y asistencial, y prestaciones 
dinerarias que complementan acceso a la satisfacción de necesidades de cuidado.

En materia de provisión educativa/de cuidado, el panorama en Panamá, al igual que en otros países 
de la región, difiere según la edad de los NNyA. Para el tramo etareo de 0 a 3 años (es decir, por fuera 
de la edad de educación obligatoria), se provee educación inicial en el entorno familiar y comunitario, 
así como en centros de atención integral (Educación Inicial en el Hogar - EIH), especialmente en áreas 
rurales y de difícil acceso.

Según información del PAIPI, en el 2015 se atendía al 49.7% de los niños y niñas de 0 a 3 años en EIH de 
modalidad informal y 2.9% en EIH de modalidad formal, esto es, en centros de atención integral. Sumado a 
ello, unos 3,000 niños y niñas son atendidos en los Centros de Atención a la Primera Infancia (CAIPI, antes 
conocido como COIF). Esto lleva a que el déficit de atención directa de cuidado, en intervención extra-
domésticas, alcance al 46.4% de los niños y niñas de esta edad (0 a 3 años).

Por su parte, la información disponible señala que en el 2012, más del 60% de los niñas y niñas de 4 
años asistía a instituciones educativas de nivel preescolar; y que para la población infantil de 5 años, 
la cifra de asistencia incrementaba al 90%, con brechas de cobertura en las áreas urbanas marginales, 
rurales y en las comarcas indígenas (según el INDH 2014). 

Para los niños y niñas de 6 a 11 años, la tasa neta de matrícula en la enseñanza primaria era de 92.5%. 

El Informe indica que durante los últimos cinco años han aumentado la asistencia escolar, la perma-
nencia en el sistema educativo y el porcentaje de grados aprobados de niños y niñas de acuerdo a su 
edad. Entre los factores que han contribuido a estos resultados, se mencionan las becas y los incenti-
vos implementados, incluyendo: 

•	 Beca Universal para estudiantes de educación básica, premedia y media: con 550,000 estudiantes 
beneficiarios a nivel nacional; una beca de B/.60.00 (sesenta balboas) por trimestre, lo que suma 
B/.180.00 por año, bajo una norma para los estudiantes, de presentar unos promedios mínimos; y 
para sus representantes, de acudir a las charlas para padres en las instituciones educativas. 
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•	 Ayudas escolares: Con 800,000 estudiantes beneficiarios y tres apoyos, una mochila con útiles es-
colares, un bono de B/.20.00 para la compra de uniformes, y la entrega de útiles escolares.  

•	 Beca para estudiantes distinguidos: para alumnos de bajos recursos económicos con altos prome-
dios a partir del segundo año de educación primaria, premedia y media. 

En materia de provisión directa de cuidado, la oferta se complementa con el Programa de Casa Hoga-
res de la SENNIAF, el cual monitorea y supervisa la provisión de cuidado por parte de instituciones no 
gubernamentales, y para NNyA que se encuentren privados de convivir en su medio familiar. 

Actualmente, la SENNIAF supervisa a 53 albergues en todo el país18.

Una intervención adicional de la SENNIAF, en coordinación con el Ministerio de Desarrollo Social (MI-
DES), que aporta con subsidios, es el Programa Paso Seguro, el cual tiene como objetivo contribuir con 
la atención integral y personalizada de niños y niñas que se encuentren en situación de riesgo social. 

Paso Seguro es un programa preventivo comunitario que funciona en tres centros ubicados en la pro-
vincia de Panamá (San Felipe, Santa Ana y Curundú). Está dirigido a NNyA de 6 a 13 años, a quienes se 
estimula en el desarrollo de habilidades académicas, deportivas y culturales.

En Panamá, en el campo de la sociedad civil trabaja la Red Nacional de Apoyo a la Niñez y Adoles-
cencia, creada en el 2002 para defender, promover y proteger los derechos de la niñez y adolescencia, 
entre otros fines. 

Esta Red se encuentra constituida por 34 organizaciones que trabajan en todo el país, planteando entre 
sus objetivos la protección de los derechos de la niñez y la creación de una sociedad más democrática 
e inclusiva, de manera que las opiniones de los y las adolescentes, así como las de los grupos de la 
sociedad civil, sean tomadas en cuenta por las autoridades. 

Finalmente, el mapa de las intervenciones extra-domésticas vinculadas con el cuidado se completa con 
el programa de transferencias condicionadas Red de Oportunidades, el cual fue implementado  por el 
MIDES desde el 2006, con el objetivo de insertar a las familias en situación de pobreza extrema en la 
dinámica del desarrollo nacional. Tiene cuatro componentes básicos: Transferencias Monetarias Condi-
cionadas (TMC); Oferta de Servicios; Acompañamiento Familiar e Infraestructura Territorial. 

Las TMC se entregan a las mujeres como jefas del hogar, quienes se comprometen a utilizar este apoyo 
económico en servicios básicos indispensables para el desarrollo humano de los miembros más jóve-
nes del hogar beneficiado: mantener al día las vacunas de los infantes menores de 5 años; acudir a con-
sultas de control de embarazo y garantizar la asistencia de los niños y niñas a clases; asistir a reuniones 
en la escuela; y participar (cualquier integrante del hogar) en las capacitaciones para la generación de 
ingresos. En este compromiso, el Gobierno Nacional entrega la ayuda económica en efectivo, brinda 
los servicios de educación, salud primaria y controles de embarazo, además de capacitaciones para 
la generación de ingresos; y apoyo para la obtención de los documentos de identidad personal. Es de 
cobertura nacional, identificando los hogares en pobreza extrema, a través de la información proporcio-
nada por la Encuesta de Vulnerabilidad Social. En septiembre de 2017, el programa benefició a 51,565 
familias en 564 corregimientos (110 en corregimientos urbanos, 407 en rurales y 47 en indígenas). La 
región con mayor número de beneficiarios es la comarca de Ngäbe Buglé19.

18	 No existe información oficial respecto de la cantidad de niños y niñas que son atendidos en estas instituciones, ni evaluaciones 
regulares de la calidad del servicio que prestan

19	 MIDES, Estadística Mensual del Programa Red de Oportunidades, consulta 24 de noviembre de 2017.

Cuadro síntesis de la brecha entre demanda y oferta de cuidado de NNYA

Demanda (2015) Oferta20 Brecha

Niños y niñas de 0 a 11 años de edad

296,813 niños/as de 0 a 3 
años de edad.

El 1% de niños/as de 0 a 3 años 
es atendido en los Centros de 
Orientación Infantil y Familiar (COIF).

El 46.4% de niños/as de 0 a 3 
años no es atendido por estos 
programas.

El 52.6% niños/as de 0 a 3 años es 
atendido por el programa Educación 
Inicial en la modalidad formal e 
informal.

73,192 niños/as de 4 años 
y 72,748 de 5 años de 
edad.

El 60% de niños/as de 4 años 
y el 90% de 5 años asisten a la 
Educación Preescolar, formal y no 
formal.

El 40% de niños/as de 4 años, 
y el 10% de niños/as de 5 
años no asisten a la Educación 
Preescolar, formal o no formal.

434,189 niños/as de 6 a 11 
años de edad.

El 92.5% de niños/as de 6 a 11 años 
asiste a la enseñanza primaria acorde 
a su edad (tasa neta de matrícula).

El 7.5% de niños/as de 6 a 11 
años no asisten a la escuela 
primaria acorde a su edad.

75,000 hogares pobres 
extremos, o el 8,1% del 
total de hogares.

El 92.6% de hogares pobres 
extremos recibe transferencia 
económica mediante la Red de 
Oportunidades.

El 7.4% de hogares 
pobres extremos no recibe 
transferencia económica 
a través de la Red de 
Oportunidades.

3.2.2 Políticas públicas de cuidado para  la población adulta mayor 
Las políticas y los programas orientados a la población adulta mayor en Panamá se encuentran, en la 
actualidad, bajo la Dirección de Políticas Sociales del MIDES. 

De todas las intervenciones, son tres las que sobresalen a la hora de considerar el cuidado de las per-
sonas adultas mayores:

En primer lugar, se puede mencionar el régimen de pensiones administrado por la Caja de Seguro So-
cial. Este sistema establece el pago de una pensión contributiva a la vejez para las mujeres mayores de 
57 años y los hombres mayores de 62. Se estima que el 53.6% de esa población está cubierta por este 
sistema, de manera efectiva.

Al 2015, de la población mayor de 65 años de edad asegurada cotizante, el 65% corresponde a hom-
bres y el 35% a mujeres.

20	 Estas cifras contemplan la oferta pública, con excepción de la oferta privada.
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En segundo lugar, funciona el Programa de Transferencias Monetarias para la población adulta mayor 
“120 a los 65”, el cual consiste en la entrega de 120 balboas (B/.120.00) mensuales a las personas 
adultas mayores de 65 años o más que no cuentan con el beneficio de una pensión y se encuentran 
en condiciones de riesgo social, vulnerabilidad, marginación o pobreza. En septiembre de 2017, según 
información del MIDES, 127,911 personas eran perceptoras de este beneficio.

Estas transferencias monetarias se deben entender como una base de acceso a bienes y servicios que 
atienden necesidades de cuidado de la población adulta mayor. El programa 120 a los 65, además, 
puede inferirse como una compensación a la pérdida de ingreso generada por trayectorias laborales 
débiles e intermitentes asociadas a responsabilidades de cuidado como se explica, seguidamente, en 
el análisis del componente del trabajo no remunerado dentro de la OSC).

Finalmente, la provisión para personas mayores se complementa con los Hogares para Residencia 
Permanente o Larga Estancia, sobre los cuales no hay información suficiente como para construir un 
diagnóstico de su cobertura y calidad, debido a la carencia de datos oficiales sistematizados a partir del 
registro de albergues existente. No obstante, se conoce que estos funcionan con la lógica de albergues 
llevados adelante por instituciones de la sociedad civil, y que lo que los caracteriza es la heterogeneidad 
en la provisión del servicio, derivada de infraestructura y características de los recursos humanos muy 
diferentes.

Cuadro síntesis de la brecha entre demanda y oferta de población adulta mayor, cuidado dependiente

Demanda (2015) Oferta Brecha

Población adulta mayor

302,120 personas mayores 
(141,199 hombres y 160,921 
mujeres) de 65 años y más 
de edad.

El 41.9% de personas mayores de 65 
años y más se beneficia del Programa 
120 a los 65.

El 24.7% de personas 
mayores de 65 años, 
aproximadamente, no 
tiene pensión por vejez, ni 
recibe transferencia por el 
Programa 120 a los 65.

433,430 personas mayores 
(205,087 hombres y 228,343 
mujeres), aproximadamente, 
tomando como referencia la 
edad de 60 años y más.

El 53.6% de las personas en edad de 
recibir pensión por vejez obtiene una 
pensión por la Caja de Seguro Social. 
Para los hombres, la cobertura es 
53.6%; y para las mujeres, 53.8%.

El 17.2% de personas 
mayores de 60 años, en 
edad de recibir pensión 
por vejez, no la tiene ni se 
beneficia del Programa 120 
a los 65.

Personas mayores 
dependientes (sin 
información sobre su 
magnitud).

Sin información sobre número o 
porcentaje de personas mayores 
dependientes que se benefician de la 
atención en casas de cuidado diurno 
o residencias de larga estancia, o por 
servicios a domicilio.

Se desconoce el déficit 
entre la oferta y la 
demanda.

3.2.3 Políticas públicas de cuidado para la población con discapacidades
La SENADIS tiene como finalidad contribuir con la inclusión social, cultural y económica de las personas 
con discapacidad, y está constituida por instituciones gubernamentales y organizaciones de la sociedad ci-
vil de personas con discapacidad, así como de personas que trabajan para la población con discapacidad. 

Entre los principales programas que desarrolla la SENADIS están los servicios de orientación, los subsi-
dios económicos, un proyecto de apoyo con equipos para mejorar la autonomía, un proyecto para mejorar 
la empleabilidad de la población con ceguera o baja visión, y el proyecto de inclusión socioeconómica de 
las personas con discapacidad y sus familias “Fami-Empresas”, el cual consiste en capacitar y otorgar ca-
pital semilla para programas microempresariales en zonas rurales, urbano marginales o de difícil acceso. 

Otra Institución pública que trabaja en esta área es el Instituto Panameño de Habilitación Especial 
(IPHE), creado con la Ley 53  de 1951 y reformada mediante la Ley 23 de 1990. Es una institución con 
un alto reconocimiento en el país y presta servicios de habilitación a niños, niñas y jóvenes con disca-
pacidad para garantizarles su acceso al sistema educativo por medio de servicios de atención en áreas 
educativas,  técnicas,  médicas y en asesoría legal. 

En relación directa con el cuidado de las personas con discapacidad, la principal intervención es 
el Programa Ángel Guardián, a cargo del MIDES. Creado por la Ley 39 de 2012, se trata de un pro-
grama especial de asistencia económica para personas con discapacidad severa en condición de 
dependencia y pobreza extrema. Según la información disponible, para noviembre de 2017, atiende 
a 18,497 personas. 

Cuadro síntesis de la brecha entre demanda y oferta de población de discapacidad, cuidado-dependiente

Demanda (2015) Oferta Brecha

Personas con discapacidades

97,165 personas 
(el 2.9% de la 
población total), 
según Censo de 
2010.

SENADIS atiende al 1.6% de las personas con 
discapacidad, a través de diversos programas.

No se conoce la 
brecha por la falta 
de información sobre 
la población que 
demanda cuidados.

El 56.6% de personas con discapacidad, en 
condición de discapacidad severa y pobreza 
extrema, recibe asistencia económica a través del 
Programa Ángel Guardián del MIDES.

El IPHE cubre el 12.6% de las personas con 
discapacidad, a través de servicios y apoyos a 
estudiantes en centros educativos oficiales y propios.

El 26% del total de personas con discapacidad está 
económicamente activo, posiblemente, gracias a la 
Ley 42, sobre Equiparación de Oportunidades para 
las Personas con Discapacidad, que establece que 
los empleadores con 50 o más trabajadores están 
obligados a contratar a no menos del 2% de su 
personal con personas con discapacidad.
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3.3. Situación de las personas que cuidan sin 
remuneración en Panamá 
Dada la insuficiencia de provisión de cuidado fuera de los hogares, el principal actor de la OSC en Pa-
namá son los hogares, y dentro de estos, el trabajo no remunerado realizado por las mujeres. Al 2015 
había en el país 417,000 mujeres fuera del mercado laboral, dedicadas con exclusividad a las activida-
des domésticas y de cuidados.

La alta dedicación de las mujeres (activas en el mercado laboral o no) al trabajo doméstico y de cuida-
dos no remunerado queda en evidencia en la información contenida en la Encuesta de Uso del Tiempo 
(EUT) del 201121. 

La información revela que el 72.1% de las mujeres de más de 15 años dijo realizar actividades domés-
ticas y de cuidado, mientras sólo el 37.1% de los hombres declaró lo mismo. De igual forma, la intensi-
dad en el uso del tiempo para este tipo de actividades es mucho mayor para las mujeres, en todos los 
tramos de edad (ver Cuadro No. 11). En promedio, las mujeres destinan 29:09 horas semanales a estas 
tareas; en tanto, los hombres 13:24.

Cuadro No. 11 

Promedio de Horas Semanales para el Trabajo Doméstico y de Cuidados, por Sexo, según Grupo de Edad, EUT, 
Octubre 2011

Grupo de edad Total Hombres Mujeres Diferencia Mujeres-Hombres

Total 20:20 13:24 29:09 15:45

15 - 19 12:35 08:23 23:56 15:33

20 - 24 14:35 10:20 21:25 11:05

25 - 29 21:13 13:56 29:33 15:37

30 - 39 23:15 15:22 32:08 16:46

40 - 49 20:54 13:29 29:29 16:00

50 - 59 20:44 13:44 29:01 15:17

60 - 69 16:49 12:52 24:47 11:55

70 y más 17:15 12:31 26:57 14:26

Fuente: INEC, EUT, documento Comentarios, Cuadro No. 9, Pág. 10, y elaboración propia con base en el cuadro.

21	 La EUT se realizó en todas las áreas urbanas del país, con excepción de la provincia de Darién; y fue aplicada a la población de 15 
y más años de edad,  integrantes del hogar, excluyendo a las personas discapacitadas totalmente dependientes, enfermos crónicos 
y personas mayores dependientes (tomado del documento Síntesis Metodológica de la EUT). Es la única encuesta que realmente 
muestra la magnitud de la feminización de los cuidados en la región, por lo cual su actualización periódica es esencial. 

Gran parte de esta dedicación de tiempo a actividades domésticas y de cuidado, deviene de la presen-
cia de personas dependientes del cuidado. En efecto, cuando hay niños y niñas con menos de 5 años 
de edad en los hogares, o con menos de 15 años, el tiempo de trabajo no remunerado de las mujeres es 
2,5 y 2,3 veces más elevado que cuando no hay niños menores en los hogares. En esta última situación, 
el tiempo usado para estas actividades se reduce significativamente: aumenta el tiempo de trabajo para 
el mercado y disminuye el tiempo total de trabajo; es decir, tienen a su disposición más tiempo para el 
trabajo remunerado, para ellas y el desarrollo de sus capacidades.

En el caso de los hombres, también se presentan diferencias en el tiempo dedicado al trabajo domés-
tico y de cuidados según la presencia o no de menores en los hogares; pero, en comparación con el 
tiempo de las mujeres, es significativamente menor y no afecta en igual magnitud el tiempo de trabajo 
remunerado.

Cuadro No. 12 

Tiempo Total de Trabajo por Sexo y Trabajo Remunerado y No Remunerado, según Presencia de Menores en 
los Hogares, EUT, Octubre de 2011 (en promedio de horas semanales)

Hogares según
presencia de menores

Hombres Mujeres

Total de 
trabajo

Trabajo 
remunerado

Trabajo no 
remunerado

Total de 
trabajo

Trabajo 
remunerado

Trabajo no 
remunerado

Presencia de menores 
de 5 años

70,7 52,8 17.,9 72,1 25,2 47,0

Presencia de menores 
de 15 años

67,5 52,0 15,5 69,8 28,0 42,8

Sin presencia de menores 58,9 47,5 11,4 54,7 36,1 18,6

Fuente: CEPAL, CEPALSTAT, Estadísticas de Género, Tiempo Total de Trabajo según presencia de menores y sexo, elaborado el 6 de 

marzo de 2016. 

A consecuencia de todo lo anterior, y tal como se observa en el Cuadro No. 12, la carga global de tra-
bajo de las mujeres es superior a la de los hombres, trabajando ellas 9 horas más, en promedio. Esta 
situación se produce, principalmente, por las horas de trabajo doméstico y de cuidado, donde aportan 
casi 16 horas semanales más que ellos; mientras que en el trabajo remunerado, reportan cerca de 7 
horas semanales menos que los hombres.
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Cuadro No. 13

Cargas Globales de Trabajo, por Sexo, según Tipo de Trabajo, EUT, Octubre 2011 (en promedio de horas semanales)

Sexo / Actividad Total
Trabajo Remunerado 

(Mercado)
Trabajo No Remunerado 

(Doméstico-Cuidado)
Total 62,35 42,15 20,20
Mujeres 67,39 38,30 29,09
Hombres 58,34 45,10 13,24
Diferencia Mujeres-Hombres   9,05   -6,41 15,45

Fuente: INEC, EUT, documento Comentarios, Cuadro No. 10, Pág. 11.

Tales resultados confirman que las mujeres participan menos que los hombres en el trabajo remunera-
do, porque sobre ellas recaen las responsabilidades en el hogar. En efecto, en Panamá, según la infor-
mación provista por el INEC, la tasa de participación económica de las mujeres se ubica casi 30 puntos 
porcentuales por debajo de la de los hombres. 

Apenas la mitad de las mujeres panameñas en edad de trabajar lo hacen en el mercado laboral. Adi-
cionalmente, aquellas que participan en el mercado laboral están sujetas a las múltiples formas de 
segregación y discriminación que hacen que padezcan más desempleo, más informalidad, y como 
consecuencia, se perpetúe la brecha de género en los ingresos laborales.

En el Cuadro No. 14 se verifica que, en Panamá, las mujeres tienen una participación en el mercado la-
boral menor que la de los hombres, y una inactividad mayor que deriva, fundamentalmente, de hacerse 
cargo de las tareas domésticas y de cuidado del hogar. 

Cuadro No. 14

Población de 15 y más Años de Edad, por Sexo, según Condición de Actividad Económica, Agosto 2015 
(en valores absolutos, porcentajes y tasas)

Condición de Actividad Económica Total Hombres Mujeres
Población total (número de personas) 2.846.612 1.379.379 1467233

% de población económicamente activa (tasa de participación económica) 64,2 78,4 50,8

   Tasa de ocupación 94,9 95,8 93,8

   Tasa de desocupación 5,1 4,2 6,2

% de población económicamente no activa 35,8 21,6 49,2

% jubilados o pensionados (sobre población económicamente no activa) 16,8 29,8 11,4

% estudiantes (sobre población económicamente no activa) 29,3 45,3 22,7

% amas de casa (sobre población económicamente no activa) 42,4 5,5 57,6

% otra condición (sobre población económicamente no activa) 11,6 19,4 8,3

Fuente: Elaboración con datos de INEC, Estadísticas del Trabajo: Mercado Laboral, Agosto 2015, Cuadro 441-01 y 441-07.

Las características del empleo22 de los y las ocupadas también indican la subocupación de las muje-
res trabajadoras. Al respecto, las estadísticas señalan que el 28.1% de las mujeres se desempeñaba, 
en agosto de 2015, a tiempo parcial, y el subempleo afectaba al 9.7%, siendo el subempleo invisible 
(insuficiencia de ingresos) el que prevalece (el 7.4%). En el caso de los hombres, el 23% trabajaba a 
tiempo parcial, y el subempleo se registraba para el 11.6% de ellos, también con mayor incidencia del 
subempleo invisible (9%).

Cuadro No. 15 

Población de 15 y Más Años de Edad Ocupada, por Sexo, según Características del Empleo, Agosto 2015
(en porcentajes)

Características del empleo Total Hombres Mujeres

Total ocupados 100,0 100,0 100,0

   Ocupados plenos 64,1 65,4 62,2

   Ocupados a tiempo parcial 25,1 23,0 28,1

Subempleo total 10,8 11,6 9,7

   Subempleo visible 2,5 2,6 2,3

   Subempleo invisible 8,3 9,0 7,4

Fuente: Elaboración con datos de INEC, Estadísticas del Trabajo: Mercado Laboral, Agosto 2015, Cuadro 441-06.

En síntesis, la desigual distribución de responsabilidades de cuidado y la presión sobre el tiempo de 
las mujeres son dos de los principales elementos explicativos de la menor y peor participación de las 
mujeres en el mercado laboral. Esto representa una desventaja para ellas, quienes ven disminuida su 
autonomía económica y su calidad material de vida; y, también, un obstáculo para avanzar en los obje-
tivos de desarrollo, por ejemplo, en la reducción de la pobreza. En efecto, la evidencia revela la mayor 
probabilidad que tienen los hogares de salir de situaciones de pobreza cuando existe un ingreso mone-
tario de las mujeres en el hogar.

Analizar la cuestión del cuidado y avanzar hacia un paradigma de corresponsabilidad social en el mis-
mo, requiere de la provisión de servicios domésticos y de cuidados. Cuando esto sucede fuera de 
los hogares, se convierte en un sector potencialmente generador de empleo. Estas actividades son 

22	 Según el documento de definiciones, las cuatro condiciones de la ocupación mencionadas se refieren a lo siguiente: Ocupados 
plenos, personas de 15 y más años de edad que trabajan 40 horas o más, que no buscan empleo, ni desean trabajar más horas de 
las que trabajaron; Ocupados a tiempo parcial, personas de 15 y más años de edad que trabajan menos de 40 horas, no buscan 
otro empleo, ni desean trabajar más horas de las que trabajan o que desean trabajar más horas, pero no buscaron; Subempleados 
visibles o por insuficiencia de horas, que comprende aquellas personas que trabajan menos de 40 horas, y que reúnen estos tres 
criterios: desean trabajar más horas de las que trabajaron, buscaron trabajo y están disponibles; Subempleados invisibles o por 
insuficiencia de ingresos, aquellas personas que trabajan 40 o más horas y que perciben ingresos por debajo del salario mínimo.
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intensivas, y están basadas en relaciones personales de cercanía; no tienen mucha posibilidad de ser 
afectadas (en un sentido de reemplazo de fuerza de trabajo) por los avances tecnológicos. 

De esa manera, promover la corresponsabilidad en el cuidado entre hogares, Estado y mercado, puede 
ser una estrategia que contribuya a la generación de empleo, y por ende, de ingresos que pueden, a su 
vez, contribuir a dinamizar la economía.

Claro que para que eso suceda, lo que se requiere es pensar el sector de los cuidados como uno que 
demanda profesionalización de su fuerza de trabajo, salarios dignos y condiciones laborales adecua-
das. 

También sería necesario desarrollar estrategias para desafiar los estereotipos de género en el cuidado 
para desarrollarlo como un sector productivo no feminizado. Todo esto requiere de políticas públicas, 
las cuales, sin duda, involucran un costo fiscal para su implementación; pero la ausencia de las mismas, 
además, implica un costo socioeconómico que debiera considerarse. 

Esas políticas públicas pueden contribuir a enfrentar obstáculos estructurales para la participación eco-
nómica de las mujeres, la generación de empleo, y el desarrollo de los niños y niñas. Estos beneficios 
pueden superar los costos fiscales de su implementación y ubican el tema, incluso, más allá de las 
cuestiones específicamente vinculadas a los derechos de la mujer, para expandirlos al terreno amplio 
de los objetivos de desarrollo.

3.4. Situación de las personas que cuidan con 
remuneración en Panamá 
El diagnóstico de la OSC en Panamá se completa con una mirada sobre el trabajo de cuidado remune-
rado, que es provisto dentro de los hogares y en instituciones de cuidado extra-domésticas. 

El trabajo doméstico y de cuidado remunerado, estadísticamente considerado empleo en el Servicio 
Doméstico23, es una importante fuente de empleo para las mujeres, puesto que el 9.2% del total de 
mujeres ocupadas trabaja en esta rama; es decir, casi 1 de cada 10 de ellas24. La composición por sexo 
del total de personas ocupadas en el servicio doméstico muestra que el 86% es mujer y apenas el 14% 
hombre, lo que evidencia la feminización de esta actividad. 

Del total de personas ocupadas en el servicio doméstico, apenas el 23.6% está registrada en la seguri-
dad social, y, por ende, tiene acceso a la protección legal, la cobertura de salud y la afiliación al sistema 
de pensiones. Otra característica del trabajo en el servicio doméstico se refiere a la alta proporción de 
empleos a tiempo parcial y de subempleo (ver Cuadro No. 16). El 32.7% de las mujeres trabajadoras del 
hogar se ocupa a tiempo parcial y el 15.1% está subempleada, reportando 1 de cada 10 insuficiencias 
de ingreso. 

23	 El servicio doméstico se refiere a la persona que trabaja para un solo hogar diferente al propio, realizando actividades particulares 
al mismo y recibe por su trabajo un salario en dinero y/o en especie, ejemplo: empleada doméstica, jardinero, conductor, cocinero, 
ama de llaves, mayordomo, etc. Tomado del documento de definiciones de las Estadísticas del Trabajo, INEC, Pág. 6.

24	 Datos del INEC, Estadísticas del Trabajo: Mercado Laboral, Agosto 2015, Cuadro 441-06.

Cuadro No. 16

Población de 15 y más Años de Edad Ocupada en el Servicio Doméstico, por Sexo, según Características del 
Empleo, Agosto 2015

Características del empleo Total Hombres Mujeres

Plenos 53,0 65,4 52,1

Tiempo parcial 32,3 23,0 32,7

Subempleo Visible 5,3 2,6 5,6

Subempleo Invisible 9,4 9,0 9,5

Fuente: Elaboración con datos de INEC, Estadísticas del Trabajo: Mercado Laboral, Agosto 2015, Cuadros 441-06.

En todos los países de América Latina, las trabajadoras del hogar enfrentan múltiples discriminaciones, 
entre las cuales la discriminación estructural de la subvaloración de su persona y oficio es, tal vez, la 
que más afecta el reconocimiento de sus derechos económicos, laborales y sociales. De igual forma, 
como suele ocurrir en la mayoría de las naciones, la demanda por el trabajo doméstico es realizada en 
una alta proporción por mujeres migrantes de áreas rurales del país y del exterior. 

El trabajo doméstico es requerido por miles de hogares que tienen la posibilidad de pagarlo, y constitu-
ye un apoyo para que las mujeres de estos hogares puedan trabajar para el mercado.

En Panamá, el Código del Trabajo regula esta actividad laboral (Título VII, Contratos especiales), donde 
dice que “el trabajo de los domésticos no estará sujeto a horario, pero gozarán por lo menos de un des-
canso absoluto desde las 9 p.m. a 6 a.m. y de descanso semanal y vacaciones anuales remuneradas”. 

La reforma a la Ley Orgánica de la Caja de Seguro Social (Ley 51 de 2005), en su artículo 77, establece 
la afiliación obligatoria al régimen de seguridad social a todos los trabajadores, incluyendo los trabaja-
dores por cuenta propia y cuenta ajena, entre estos los trabajadores domésticos. 

En 2007, la Junta Directiva de la Caja de Seguro Social decretó que toda empleada doméstica que la-
bore en forma regular bajo la subordinación de un mismo empleador por un tiempo mayor de un mes, 
queda aquel obligado a cotizar en esa institución (MITRADEL s/f:2). 

El 11 de junio de 2015, Panamá ratificó la Convención No. 189 de 2011 de la OIT sobre trabajadores 
domésticos, que entró en vigencia el 11 de junio de 2016.

Las condiciones de trabajo de los trabajadores domésticos han mejorado  paulatinamente a través de la 
posibilidad de su incorporación al sistema de seguridad social, así como con el compromiso del Gobier-
no de Panamá de implementar la Convención No. 189 de la OIT sobre los derechos de las trabajadoras 
del servicio doméstico a partir de junio de 2016.

En síntesis, la OSC en Panamá presenta una situación que podría caracterizarse globalmente como de un 
reparto desigual de las responsabilidades de cuidado entre actores del cuidado, y entre hombres y muje-
res. La información disponible nos ha permitido precisar algunos elementos en particular de esta realidad.
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En primer lugar, el principal actor del cuidado son los hogares, que asumen la mayor proporción de 
responsabilidades de cuidado a través del trabajo de cuidado no remunerado. La distribución de estas 
tareas es muy desigual entre varones y mujeres implicando, por un lado, una carga total de trabajo su-
perlativa, y por el otro, un obstáculo evidente para la participación económica de las mujeres.

En segundo lugar, la provisión de servicios de cuidado difiere según la población dependiente de cui-
dado. En el diagnóstico realizado, se ha podido constatar que, para el caso de los NNyA, la provisión 
de cuidado extra-doméstico se concentra en los servicios educativos. La cobertura es relativamente 
extendida para los niños y niñas en edad de educación preescolar y primaria, pero va disminuyendo, 
de modo sustantivo, en la primera infancia. En particular, el grupo de niños y niñas de 0 a 3 años apa-
rece como aquel con menor cobertura de servicios de cuidado, incluyendo modalidades informales. El 
MIDES proporciona atención a este grupo poblacional en el marco de los CAIPI, pero ésta parece ser 
insuficiente aún. 

A esta insuficiencia de cobertura, principalmente en la primera infancia, se suma el riesgo de segmen-
tación en la calidad de los servicios educativos por el mayor porcentaje de servicios informales, lo que 
no se ha podido mostrar con la información disponible, pero es importante atender para destrabar los 
mecanismos básicos de reproducción de la desigualdad.

Red de Oportunidades se presenta como un complemento monetario para la atención de necesidades 
de cuidado, y si bien permite ciertas atenciones, también refuerza (como todos los programas de trans-
ferencias condicionadas de la región) el rol cuidador de las mujeres y ofrece pocas alternativas de salida 
del programa, vía participación económica.

En tercer lugar, las regulaciones de las dimensiones del cuidado relativas a la población ocupada en 
empleos formales son todavía débiles en Panamá. Como aspecto positivo puede señalarse la existencia 
de un subsidio a la maternidad, el cual garantiza el goce de una licencia remunerada de 14 semanas, y 
la reciente aprobación de una licencia por paternidad de tres días. 

Con todo, tales licencias resultan aún insuficientes por su duración y cobertura (las personas ocupadas 
en empleos no informales quedan al margen de este beneficio), y no resultan en su formato actual con 
potencialidad transformadora de los roles de género en el cuidado. 

En cuarto lugar, en materia de cuidado de las personas mayores, la participación del Estado está con-
centrada en la provisión de transferencias monetarias (contributivas a través del sistema de pensiones, 
o no contributivas a través del Programa 120 a los 65), las que pueden servir como medios para el acce-
so a la satisfacción de ciertas necesidades de cuidado y mecanismos compensadores (aunque sea muy 
parcial) de la pérdida de ingresos sufrida durante la vida activa por parte de personas que destinaron 
gran parte de su tiempo al trabajo de cuidado no remunerado. 

Sin embargo, esas prestaciones no son acompañadas adecuadamente por servicios de provisión direc-
ta de cuidado, que puede ser muy relevante para este grupo poblacional, y también para las personas 
en edad activa que deben asumir las tareas de cuidado para este grupo de manera habitual.

En quinto lugar, las intervenciones destinadas a atender las necesidades de cuidado directo de la pobla-
ción con discapacidades también son insuficientes, y se concentran actualmente en el Programa Ángel 
Guardián que, sin duda, impacta positivamente en la población con discapacidad que recibe esta pres-

tación monetaria; pero no necesariamente transforma la realidad de su cuidado, en mayor proporción, 
por los hogares de manera privada, ya sea comprando servicios de cuidado en el mercado o aportando 
extensas horas propias en el trabajo de cuidado no remunerado.

En sexto lugar, la población dedicada a las tareas de cuidado remunerada se caracteriza por su femini-
zación, su bajo nivel de profesionalización, y por condiciones laborales informales y precarias, a pesar 
de marcos normativos que se van adaptando a los estándares internacionales (como lo ejemplifica la 
ratificación del Convenio 189 de la OIT), y que contemplan taxativamente la protección de esta pobla-
ción vía instituciones de la seguridad social.

Todo lo anterior insinúa que Panamá se encuentra en un momento muy pertinente para impulsar la 
discusión y la acción en materia de OSC. Por un lado, porque las demandas de cuidado están aún insa-
tisfechas y las tendencias demográficas indican que se intensificarán, en particular, en lo concerniente 
a la población adulta mayor. Por otro, porque no se parte desde cero, sino que existen algunas interven-
ciones en el campo desde la política pública que pueden tomarse como punto de partida para una ruta 
de acción que permita la construcción de una OSC más justa. En lo que sigue, se consignan algunos 
elementos a tener en cuenta a la hora de idear una estrategia en este sentido, además de propuestas 
concretas de próximos pasos y aspiraciones posibles.
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Capítulo 4

Desafíos para avanzar
hacia una organización del cuidado 
con corresponsabilidad social en Panamá 

Avanzar hacia la transformación de la OSC en Panamá requiere: i) definir nociones básicas sobre cuál sería 
la meta a alcanzar; ii) establecer a partir del reconocimiento de los déficit de cuidado existentes, un orden 
de prioridades en los cuales avanzar; iii) definir medidas concretas necesarias para atender las diversas 
necesidades de cuidado para los diferentes grupos de población; iv) establecer una ruta crítica de acción.

4.1. Paradigma de la corresponsabilidad social 
en el cuidado
En América Latina, el paradigma de la corresponsabilidad social en el cuidado se está consolidando. 
Este considera que el cuidado de la población es una responsabilidad que debe ser socialmente com-
partida. Es decir, a su atención deben concurrir integradamente los hogares, el Estado, el mercado y 
la comunidad, y las responsabilidades de cuidado deben estar distribuidas, al interior de cada uno de 
estos actores, de manera equitativa entre hombres y mujeres.

Avanzar hacia el paradigma de la corresponsabilidad social en el cuidado implica hacer efectiva la uni-
versalidad de los derechos de todas las personas a dar y recibir cuidados. Es decir que no significa con-
vocar a la desfamiliarización de todo el cuidado, ni a su mercantilización, sino garantizar las condiciones 
para que todas las personas puedan elegir la manera en que desean organizar el cuidado. 

Ello conlleva varios elementos. El primero es desarmar los estereotipos de género en torno al cuidado, 
y discutir las visiones en extremo maternalistas sobre el mismo, esto es, poner en discusión los roles 
históricamente asignados a hombres y mujeres en la reproducción social, y permitir considerar que 
ambos grupos tienen responsabilidades compartidas en la provisión (como de hecho lo demuestra la 
creciente incorporación de las mujeres al mercado laboral, y el rol clave de los ingresos que generan en 
la supervivencia material de los hogares) y también en la reproducción cotidiana de la vida, incluyendo 
el cuidado directo de las personas que lo necesitan. 

Segundo, destacar la importancia de las políticas públicas en la regulación y provisión de servicios de 
cuidado. En el marco de sociedades desiguales, donde la injusta organización social del cuidado se 
convierte en sí misma un vector de reproducción de desigualdades, se hace imprescindible un rol activo 

del Estado que garantice el acceso a servicios de cuidado de calidad, y que coordine y genere consen-
sos en torno a acciones integradas.

Un tercer elemento es avanzar hacia la meta de construcción de sistemas integrales nacionales de 
cuidado que articulen recursos públicos, privados y de la sociedad civil, y que provean servicios de 
calidad, acordes a las necesidades específicas de cada grupo social y contexto. 

La integralidad de las acciones, y su diseño en función de prioridades y avances progresivos, es clave 
para lograr el éxito de esta construcción.

Y como cuarto elemento, considerar integradamente la provisión y la recepción de cuidado. Las políti-
cas de cuidado deberían incluir toda la población que necesita cuidado y la que cuida, así como tomar 
en cuenta que “la provisión de cuidado cruza diversos sectores: infraestructura, salud, educación, pro-
tección social, políticas para el mercado laboral” (Aguirre, 2011: 92), por lo que se requiere avanzar en 
aproximaciones integradoras en el diseño de políticas.

4.2. Regulaciones y políticas públicas para cada 
grupo poblacional
A partir del diagnóstico construido y de las brechas de cuidado identificadas en el caso panameño, a 
continuación se enumeran recomendaciones sobre las acciones necesarias para avanzar hacia la con-
solidación de una organización social del cuidado con corresponsabilidad social.

4.2.1. Regulaciones vinculadas al cuidado
En materia de regulaciones, son tres los desafíos en el caso panameño: i) mejorar las características 
de las licencias existentes, ampliando las licencias por paternidad y creando licencias parentales; ii) 
extender los beneficios de las licencias a la población hoy excluida; iii) fortalecer la protección social y 
los derechos laborales de las personas trabajadoras del cuidado.
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Para ello hace falta discutir, planificar y llevar adelante los siguientes tipos de política:  

Desafío Sugerencias de política pública.

Fortalecer la conciliación vida 
laboral - responsabilidades 
domésticas, mediante el 
fortalecimiento de licencias 
remuneradas.

•	 Lograda la implementación de una licencia por paternidad re-
munerada, planificar un mecanismo para su ampliación en el 
mediano o largo plazo, y con ello asegurar la corresponsabi-
lidad en el cuidado de los niños y niñas recién nacidos entre 
madres y padres.

•	 Evaluar la ejecución paulatina de licencias parentales, asocia-
das al cuidado de los niños y niñas en los primeros meses/
años de vida, que estén disponibles alternativamente para la 
madre y el padre, y que pueden consistir tanto en la amplia-
ción del período de licencia posterior a la licencia por mater-
nidad/paternidad, como en la implementación de beneficios 
de trabajo a tiempo parcial por cierta cantidad de semanas 
posterior a la licencia por maternidad/paternidad25.

•	 Las políticas de cuidado requieren una coordinación efectiva 
de las medidas de conciliación laboral con otros servicios de 
cuidado regulares, puesto que las licencias parentales son un 
instrumento para permitir la participación de padres y madres 
en los cuidados, pero no cubren todo el tiempo ni todas las 
necesidades demandadas por los familiares dependientes.

Extender la cobertura de 
las licencias existentes a la 
población excluida.

•	 Discutir y diseñar mecanismos de ampliación de la cobertu-
ra de las licencias maternales y paternales ya existentes, de 
manera que puedan ser gozadas por las y los trabajadores 
no asalariados. Podrían ser financiadas por la Caja de Seguro 
Social, asociadas a algún mecanismo de registración que no 
necesariamente implique obligaciones contributivas (en parti-
cular, en actividades con muy bajos niveles de productividad).

Fortalecer la protección 
social y los derechos 
laborales de las personas 
trabajadoras remuneradas y 
no remuneradas del cuidado.

•	 Adaptar el marco normativa que regula el empleo en casas 
particulares para garantizar en la práctica los compromisos 
asumidos con la ratificación del Convenio 189 de la OIT.

•	 Discutir y diseñar mecanismos de protección social que inclu-
yan a las trabajadoras de casas particulares que laboran para 
más de un empleador.

•	 Implementación de un sistema de vigilancia y seguimiento 
para el cumplimiento de la normativa.

25	 Ver el ejemplo del sistema de licencias parentales implementado, recientemente, en Uruguay.

Desafío Sugerencias de política pública.

Fortalecer la protección 
social y los derechos 
laborales de las personas 
trabajadoras remuneradas y 
no remuneradas del cuidado.

•	 Facilitar mecanismos para la organización y representación 
de las trabajadoras de casas particulares, y demás personas 
ocupadas en actividades remuneradas de cuidado.

•	 Implementar campañas de información, sensibilización y con-
cientización sobre los derechos y deberes de las y los trabaja-
dores remunerados del cuidado.

•	 Diseñar e implementar acciones de formación para las y los 
trabajadores del cuidado, con el fin de promover su profesio-
nalización, y con ello el mejoramiento de sus remuneraciones 
y sus condiciones efectivas de trabajo.

•	 Diseñar e implementar acciones para atender a la población 
que brinda cuidados no remunerados, por su propia decisión, 
para que pueda acceder a instrumentos de previsión y servi-
cios sociales, y que su trabajo sea reconocido como tal y se 
cuantifique su aporte al desarrollo.

4.2.2. Políticas para la provisión de cuidado a los NNyA
En materia de servicios de cuidado para NNyA en Panamá, los desafíos centrales incluyen: i) ampliar la 
provisión de servicios de cuidado para los niños y niñas de 0 a 3 años; ii) fortalecer el acceso a servicios 
educativos para grupos específicos de NNyA que permanecen excluidos; iii) mejorar la calidad de los 
servicios educativos y de cuidado existentes; iv) fortalecer la regulación de la provisión de servicios de 
cuidado en los establecimientos productivos; v) revisar las características de los programas de trans-
ferencias condicionadas para potenciar sus impactos positivos en el sostenimiento de los ingresos y 
revertir sus impactos negativos en la consolidación de roles tradicionales de género en el cuidado.

Para tal efecto, hace falta discutir, planificar y llevar adelante estas políticas.

Desafíos Sugerencias de política pública

Proveer cuidado para 
niños y niñas de 0-3 años.

•	 Ampliar la asignación de recursos presupuestarios para la provisión de 
servicios de cuidado que garantice infraestructura y recursos humanos.

•	 Ampliar la oferta de educación inicial para niños de 45 días de edad 
en adelante, y de manera paulatina, garantizar que todo niño o niña, 
cuyo hogar así lo desee, pueda acceder a esta prestación en espa-
cios de cuidado y desarrollo.
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Desafíos Sugerencias de política pública

Proveer cuidado para 
niños y niñas de 0-3 
años.

•	 Revisar el funcionamiento de los Centros de Orientación Infantil y 
Familiar, para garantizar que no funcionen como un sustituto asis-
tencial de la educación inicial, sino que constituyan una intervención 
orientada a casos específicos.

•	 Desarrollar procesos de evaluación permanente del impacto del Pro-
grama de Atención Integral a la Primera Infancia (PAIPI).

Ampliar la cobertura de 
los servicios educativos 
para NNyA.

•	 Extender la cobertura de los establecimientos que brindan jornada 
extendida26. 

•	 Ampliar la oferta de actividades extracurriculares en los estableci-
mientos escolares.

•	 Identificar y actuar sobre los grupos de NNyA excluidos del acceso 
a los servicios educativos, en particular en zonas rurales y comarcas 
indígenas.

•	 Garantizar la implementación de la atención educativa con el enfoque 
de la Educación Intercultural Bilingüe para las poblaciones indígenas.

Mejorar la calidad de los 
servicios educativos y de 
cuidado existentes.

•	 Mejorar la asignación presupuestaria para la provisión de servicios 
educativos y de cuidado, con el propósito de garantizar infraestruc-
tura adecuada, así como recursos humanos capacitados bien remu-
nerados, y trabajo en condiciones adecuadas.

•	 Diseñar e implementar mecanismos de capacitación permanente de 
las personas ocupadas en los servicios de educación y cuidado.

•	 Fortalecer la implementación de los estándares de calidad adopta-
dos por el MIDES con respecto al funcionamiento de los Centros de 
Atención a la Primera Infancia (CAIPI)27.

Fortalecer la provisión 
de servicios de cuidado 
en los establecimientos 
productivos.

•	 Implementar mecanismos que garanticen la aplicación efectiva de 
las normas establecidas en el Código de Trabajo con respecto a la 
obligatoriedad de los establecimientos productivos que proveen ins-
tancias de cuidado y ambiente adecuado para la lactancia.

•	 Diseñar mecanismos de integración de la anterior normativa con ins-
trumentos de Responsabilidad Social Empresarial, para potenciar su 
efectividad, simultáneamente con la implementación de procesos de 
penalización para las empresas que no cumplan con la normativa.

26	 Se refiere a los establecimientos escolares que forman parte del programa de Jornada Extendida Escolar.
27	 Estos estándares comprenden el perfil profesional del equipo que trabaja en los CAIPI, parámetros para garantizar la seguridad de 

la infraestructura física y su acondicionamiento para el proceso de enseñanza-aprendizaje, así como mecanismos para asegurar la 
calidad de los servicios de educación inicial, independientemente de la institución que provea los servicios y de la modalidad de 
atención.

Desafíos Sugerencias de política pública

Revisar las características 
de los programas 
de transferencias 
condicionadas de 
ingreso.

•	 Revisar la implementación de la Red de Oportunidades, en particular, 
en torno al funcionamiento de las co-responsabilidades de educa-
ción y salud, de manera que éstas funcionen como un mecanismo 
para que el Estado garantice la provisión de estos servicios, y no a 
manera de una penalización para los niños y niñas.

•	 Diseñar mecanismos que contribuyan a la salida del programa vía la 
generación de empleo de calidad para las madres, incluyendo accio-
nes que faciliten la conciliación de la vida laboral y familiar de ellas.

4.2.3. Políticas para el cuidado de las personas mayores
Como se desprende del diagnóstico realizado, las políticas públicas dirigidas a los adultos mayores en 
Panamá se concentran en el sostenimiento de los ingresos, y son marginales aquellas dirigidas a aten-
der las necesidades específicas de cuidado de esta población que se va haciendo dependiente del cui-
dado directo. Este constituye, por tanto, el principal desafío para la atención de este grupo poblacional 
en el país, con cierta urgencia atento a la tendencia demográfica que señala un crecimiento sustantivo 
de su relevancia en el futuro.

Para ello, será necesario avanzar en políticas públicas como las siguientes:

Desafíos Sugerencias de Política Pública

Fortalecer la cobertura de la 
atención directa del cuidado 
de las personas mayores 
dependientes.

•	 Fortalecer la asignación presupuestaria para la atención directa 
de personas adultas mayores.

•	 Diseñar un sistema integrado de políticas de atención directa que 
contemple los componentes de salud y los de cuidado; y que, 
además, tome en consideración las características territoriales 
para la provisión de los servicios, así como las distintas necesi-
dades en función de las condiciones físico-mentales asociadas a 
los diferentes tramos de edad.

•	 Integrar y fortalecer los esquemas existentes de provisión de ser-
vicios de cuidadores domiciliarios, adaptados a las múltiples ne-
cesidades de los hogares donde viven personas mayores depen-
dientes (en función del tiempo y las características del cuidado 
necesario).

•	 Fortalecer la coordinación de la provisión de servicios de los  al-
bergues y residencias, contemplando la provisión de centros de 
día y de residencias de larga estancia. Procurar la homogeneiza-
ción de las características de los servicios prestados.
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Desafíos Sugerencias de Política Pública

Fortalecer la cobertura de la 
atención directa del cuidado 
de las personas mayores 
dependientes.

•	 Diseñar e implementar sistemas permanentes de formación de 
recursos humanos para a la atención de la población mayor de-
pendiente, con foco en la profesionalización para la atención de 
demandas diversas.

4.2.4. Políticas para el cuidado de las personas con discapacidad
Las acciones de política pública dirigidas a las personas con discapacidad, también se encuentran fo-
calizadas en Panamá en la provisión de soporte de los ingresos monetarios, lo cual resulta muy relevan-
te ante los mayores costos que las personas con discapacidad deben enfrentar para poder desarrollar 
vidas activas. El principal desafío en este terreno consiste en fortalecer un sistema integrado y articu-
lado de acciones para la atención directa de las necesidades de cuidado de esta población, previendo 
mecanismos diversos.

Para esto, será necesario avanzar en políticas públicas de tipos similares a los sugeridos en la subsec-
ción anterior:

Desafíos Sugerencias de Política Pública

Fortalecer la cobertura de la atención 
directa del cuidado de las personas 
con discapacidades. 

•	 Fortalecer la asignación presupuestaria destinada a la 
atención directa de personas con discapacidades, in-
cluyendo la extensión del Programa Ángel Guardián y la 
complementación de la prestación monetaria, con bonos 
para medicinas y alimentos; así como la provisión de ser-
vicios de cuidado directo.

•	 Diseñar un sistema integrado de políticas de atención 
directa que contemple los componentes de salud y de 
cuidado.

•	 Diseñar e implementar esquemas integrados de provi-
sión de servicios de cuidadores domiciliarios, adaptados 
a las múltiples necesidades de los hogares donde viven 
personas con discapacidad (en función del tiempo y de 
las características del cuidado necesario).

•	 Diseñar e implementar sistemas permanentes de forma-
ción de recursos humanos para a la atención de la pobla-
ción con discapacidades, con foco en la profesionaliza-
ción para la atención de demandas diversas. 

4.2.5. Reconocimiento y redistribución del trabajo de cuidado no remunerado 
Como quedó evidenciado en el diagnóstico construido, las brechas de cuidado identificadas en Pana-
má son cubiertas centralmente por el trabajo de cuidado que se realiza al interior de los hogares, en 
especial por las mujeres. Esto conlleva una serie de dificultades, siendo la principal la presión sobre el 
tiempo de las mujeres, las limitaciones a su participación económica y el deterioro de sus condiciones 
de vida.

Por lo anterior, es necesario implementar políticas que promuevan el reconocimiento, la disminución y 
la redistribución del trabajo de cuidado no remunerado, alineadas con los siguientes tipos de acciones:

Desafíos Sugerencias de Política Pública

Reconocimiento de la contribución 
del trabajo de cuidado no 
remunerado

•	 Sostener la producción regular de la  Encuesta de Uso del 
Tiempo, con el fin de proveer información que permita co-
nocer las características e implicancias del trabajo de cui-
dado no remunerado, y monitorear sus transformaciones.

•	 Utilizar la información de la Encuesta de Uso del Tiempo 
para estimar la contribución monetaria del mismo y cons-
truir una Cuenta Satélite de los Hogares que pueda ser pe-
riódicamente actualizada.

•	 Sistematizar la información proveniente de la Encuesta de 
Uso del Tiempo para caracterizar el uso del tiempo según 
variables de estratificación social y territorial.

Disminución y redistribución 
del trabajo de cuidado no 
remunerado.

•	 Fortalecer el esquema de licencias maternales, paternales 
y parentales, y asegurar su cumplimiento en función de lo 
señalado en subsecciones anteriores.

•	 Promover la implementación de acciones de conciliación 
entre la vida laboral y familiar de las empresas (en la línea 
de flexibilización en la organización técnica del trabajo y la 
producción, con preservación de la calidad de los puestos 
de trabajo).

•	 Implementar servicios de asesoría e información en políti-
cas de conciliación.

•	 Diseñar e implementar políticas de transformación cultural 
que permitan desafiar los estereotipos de género en el cui-
dado y promover la incorporación progresiva de los varones 
a las tareas de cuidado directo, incluyendo políticas edu-
cativas, campañas de sensibilización y supervisión de los 
contenidos de los medios de comunicación y la publicidad.
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Capítulo 5
Ruta crítica 
para construir un sistema integral de cuidados
con corresponsabilidad social en Panamá

Para avanzar hacia la construcción de un sistema integrado de intervenciones de cuidado que pro-
mueva la corresponsabilidad social en Panamá, resulta necesario y urgente definir una ruta crítica de 
acciones. A modo de sugerencia, se proponen algunos componentes, a continuación:

5.1. Fortalecer y profundizar el diagnóstico sobre la 
situación de la organización social del cuidado en 
Panamá
La construcción del presente diagnóstico reveló la debilidad de la producción y sistematización de infor-
mación accesible y regular para elaborar uno completo sobre la situación de la OSC en el país. 

De ahí que hace falta diseñar una política de producción de información que contemple los diferentes 
aspectos y dimensiones del cuidado, incluyendo: i) el fortalecimiento de las estadísticas públicas y su 
accesibilidad, además de la demanda diferenciada de acuerdo con la vulnerabilidad del hogar, jefas 
de hogar, dependientes de primera infancia, discapacidad y adultos mayores de edad avanzada;  ii) el 
fortalecimiento de los sistemas de registros vinculados con las prestaciones existentes de cuidado; iii) 
la construcción de un sistema integrado de información en la administración pública, que permita a las 
distintas dependencias proveer e intercambiar datos relevantes para la toma de decisión de políticas 
públicas en esta materia. 

5.2. Convocar a todos los actores y sectores 
involucrados, y promover la construcción de un pacto 
social para el cuidado con corresponsabilidad social
La transformación, en el sentido positivo de la OSC requiere de la acción integrada y coordinada de 
múltiples actores. Para ello, es necesario el conocimiento de todos los actores sobre la situación, y su 
compromiso activo y efectivo con las acciones necesarias. 

Ello puede entenderse como un paso necesario para el logro de los compromisos asumidos por el país 
en el marco de la Agenda 2030, en la medida que permitirá reducir desigualdades, y expandir las posi-
bilidades de desarrollo y bienestar.

Para tal efecto, se sugiere la posibilidad de convocar a un pacto social por una organización social del 
cuidado con corresponsabilidad social, que incluya: i) a los sectores de la administración pública de 
las diferentes áreas (social, finanzas, etc.) y de los diferentes niveles jurisdiccionales (nacional y loca-
les); ii) sectores empresariales; iii) sectores sindicales; iv) organizaciones de mujeres; v) organizaciones 
sociales vinculadas o vinculables a acciones de cuidado; vi) sectores de producción de información y 
conocimiento académico; vii) sectores vinculados con la comunicación; viii) agencias internacionales 
que puedan apoyar el proceso.

El pacto social debería contemplar la diversidad de acciones necesarias y definir principios básicos 
sobre los cuales construir una mejor organización social del cuidado, y en los que los diferentes actores 
puedan acordar y establecer compromisos efectivos. 
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5.3. Priorización y progresividad en las políticas 
a implementar (en función de grupos de edad, 
situaciones de vulnerabilidad y territorios)
Para poder avanzar en una ruta crítica para la construcción de una organización social del cuidado con 
corresponsabilidad social, es necesario establecer un orden de prioridades de las acciones y políticas 
públicas necesarias, así como un esquema de progresividad en su implementación, que garanticen la 
consolidación de los procesos y las provisiones construidas, su coherencia y estabilidad.

A modo de sugerencia, se propone que la priorización y el avance progresivo deben considerar, en pri-
mer lugar, la urgencia en la atención de demandas de cuidado, en función de las brechas identificadas. 
En este sentido, los dos grupos de atención prioritarios debieran ser los niños y niñas de 0 a 3 años, 
por ser la población infantil con mayor déficit actual en la atención del cuidado, y los adultos mayores 
dependientes, para quienes el acceso actual a servicios de cuidado extra-domésticos se encuentra 
especialmente limitado.

De igual forma las intervenciones para la niñez, personas con discapacidad o adultos mayores deben 
distinguir las necesidades específicas de cada etapa de vida, por ejemplo: la primera infancia no esco-
larizada y los adultos mayores aún activos que requieren de programas de formación y prevención; y 
las personas con discapacidad de acuerdo al grado de compromiso de su autonomía física y cognitiva.

Por otro lado, es importante que las intervenciones no sólo tengan un carácter individual, y puedan 
promover la organización y participación comunitaria, lo que permite desarrollar soluciones de cuidado 
dentro de un entorno cercano, promoviendo beneficios tanto para las personas que reciben como para 
las que brindan los cuidados, además de reforzar el tejido social.    

Sumado a lo anterior, se propone establecer un proceso de gradualidad que incluya metas a corto, 
mediano y largo plazo, en términos de: i) las poblaciones a ser atendidas; ii) las zonas territoriales a ser 
abarcadas; iii) las acciones a implementar. Este esquema de progresividad debiera contemplar plazos 
definidos, así como la asignación incremental de recursos para poder llevarlos adelante.

5.4. Revisión y asignación de recursos para el 
financiamiento de acciones requeridas
Uno de los elementos que se señala de manera más recurrente como obstáculo para avanzar en acciones 
que permitan construir una mejor organización social del cuidado, refiere a las limitaciones en el finan-
ciamiento de las políticas públicas. Sin desconocer las bases reales de esta situación, en lo que sigue se 
realizan tres observaciones fundamentales que deberían ser consideradas a la hora de promover la asig-
nación de recursos crecientes y sustentables para la implementación de políticas integradas de cuidado.

En primer lugar, se debe promover la optimización de los recursos presupuestarios, evitando la super-
posición de funciones, disminuyendo los costos vinculados a burocracia innecesaria y evitando filtra-
ciones por malversación de los recursos.

En segundo lugar, se debe procurar la ampliación de los recursos públicos, mediante la promoción de 
un pacto fiscal que lidere una reforma tributaria, contemplando la ampliación de la imposición sobre la 

riqueza y los ingresos, y trabaje fuertemente sobre los flujos financieros ilícitos por evasión y elusión 
tributaria que hoy implican la pérdida de incontables recursos.

En tercer lugar, se debe contemplar que la implementación de acciones de cuidado tiene un costo 
fiscal, pero su no implementación tiene costos socio-económicos que se expresan en la subutilización 
de la fuerza de trabajo de las mujeres, en pérdidas de productividad a nivel individual y sistémico, y en 
arreglos frágiles de cuidado que retrasar el fortalecimiento del capital humano y social. Estos costos 
socio-económicos pueden más que compensar los costos fiscales28.

5.5. Construir un sistema de información, monitoreo, 
evaluación y rendición de cuentas
Un sólido sistema de información, monitoreo, evaluación y rendición de cuentas públicas representa un 
componente importante para garantizar la ejecución exitosa de las políticas públicas de cuidado para 
la corresponsabilidad social.

Este sistema aportaría en el área de la información el levantamiento de datos y el mejoramiento de su 
calidad; además, permitiría la realización de proyecciones y análisis de tendencias para elevar la efecti-
vidad de las acciones. En tanto, en el área de monitoreo, evaluación y rendición de cuentas, favorecería 
la transparencia fiscal y la sensibilización ciudadana sobre la ejecución. 

El rendir cuentas sobre la ejecución, su monitoreo y evaluación, le otorga un papel más activo a la 
participación de la ciudadanía, porque crea las condiciones para que se involucre en la evaluación y 
la ejecución. También incrementa la capacidad del control ciudadano sobre la gestión pública, lo que 
obliga a elevar la calidad, efectividad y eficiencia.   

De manera puntual, este sistema debería considerar las acciones y los recursos necesarios que tengan 
mayor impacto en la  eliminación de la desigual distribución del cuidado entre hombres y mujeres, así 
como entre las familias y la sociedad. 

5.6. Promover una estrategia de comunicación,  
sensibilización y adecuación,  para la consolidación 
de la propuesta en la agenda de políticas públicas 
Una propuesta de políticas de cuidado para la corresponsabilidad social requiere impulsar un debate 
y un análisis que contribuyan a mejorar y hacer más justa la organización del cuidado en Panamá en el 
contexto institucional vigente, y bajo las condiciones económicas y políticas del país.

Para alcanzar ese propósito, es necesario diseñar un plan de comunicación que promueva la instalación del 
tema como prioritario dentro de la agenda de política pública, el cual incluya acciones de sensibilización a 
la población en general y a grupos específicos en particular (como los sectores empresariales y sindicales). 

De igual forma, las acciones a nivel de los territorios locales, en coordinación con organizaciones de 
la sociedad civil, pueden ser de suma utilidad para fortalecer la construcción de una demanda social 
por una organización social del cuidado más justa y con corresponsabilidad social. Será, en definitiva, 
la apropiación de esta agenda por parte de la ciudadanía lo que garantice su avance y consolidación.
28	  Ver al respecto, Rodríguez Enríquez (2013).
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Anexo
Cuadro síntesis de la brecha entre demanda y oferta de cuidados

Demanda (2015) Oferta Brecha

Niños y niñas de 0 a 11 años de edad29

296,813 niños/as de 0 a 3 
años de edad.

El 1% de niños/as de 0 a 3 años es 
atendido en los Centros de Orientación 
Infantil y Familiar (COIF).

46.4% de niños/as de 0 a 3 
años no está atendido por 
estos programas.

52.6% niños/as de 0 a 3 años es aten-
dido por el programa Educación Inicial 
en la modalidad formal e informal.

73,192 niños/as de 4 años y 
72,748 de 5 años de edad.

El 60% de niños/as de 4 años y el 90% 
de 5 años asiste a la Educación Prees-
colar, formal y no formal.

El 40% de niños/as de 4 
años, y el 10% de niños/as 
de 5 años de edad no asisten 
a la Educación Preescolar, 
formal o no formal.

434,189 niños/as de 6 a 11 
años de edad.

El 92.5% de niños/as de 6 a 11 años 
asiste a la enseñanza primaria acorde a 
su edad (tasa neta de matrícula).

El 7.5% de niños/as de 6 a 
11 años no asiste a la escue-
la primaria acorde a su edad.

75,000 hogares pobres ex-
tremos, o el 8,1% del total de 
hogares.

El 92,6% de hogares pobres extremos 
recibe transferencia económica a través 
de la Red de Oportunidades.

El 7.4% de hogares pobres 
extremos no reciben transfe-
rencia económica a través de 
la Red de Oportunidades.

Población adulta mayor

302,120 personas mayores 
(141,199 hombres y 160,921 
mujeres) de 65 años y más.

El 41.9% de personas mayores de 65 
años y más se beneficia del Programa 
120 a los 65.

El 24.7% de personas mayo-
res de 65 años, aproximada-
mente, no tiene pensión por 
vejez, ni recibe transferencia 
mediante el Programa 120 a 
los 65.

433,430 personas mayores 
(205,087 hombres y 228,343 
mujeres), aproximadamente, 
tomando como referencia la 
edad de 60 años y más.

El 53.6% de las personas en edad de 
recibir pensión por vejez recibe una 
pensión por la Caja de Seguro Social. 
Para los hombres, la cobertura es 
53.6%; y para las mujeres, 53.8%.

El 17.2% de personas ma-
yores de 60 años, en edad 
de recibir pensión por vejez, 
no tiene una pensión ni se 
beneficia del Programa 120 
a los 65.

29	 Incluye la oferta pública solamente.

Demanda (2015) Oferta Brecha

Personas mayores dependien-
tes (sin información sobre su 
magnitud).

Sin información sobre el número o el 
porcentaje de personas mayores de-
pendientes que se benefician de la 
atención en casas de cuidado diurno 
o residencias de larga estancia, o por 
servicios a domicilio.

No se conoce el déficit entre 
la oferta y la demanda.

Personas con discapacidades

97,165 personas (el 2.9% de 
la población total), según Cen-
so de 2010.

La Secretaría Nacional de Discapaci-
dad (SENADIS) atiende el 1.6% de las 
personas con discapacidad, a través de 
diversos programas.

No se conoce la brecha por 
la falta de información sobre 
la población que demanda 
cuidados.

El 56.6% de personas con discapaci-
dad, en condición de discapacidad se-
vera y pobreza extrema, recibe asisten-
cia económica a través del Programa 
Ángel Guardián del MIDES.

El Instituto Panameño de Habilitación 
Especial (IPHE) cubre el 12.6% de las 
personas con discapacidad, a través 
de servicios y apoyos a estudiantes en 
centros educativos oficiales y propios.

El 26% del total de personas con disca-
pacidad está económicamente activo, 
posiblemente, gracias a la Ley 42 sobre 
Equiparación de Oportunidades para 
las Personas con Discapacidad, que 
establece que los empleadores con 50 
o más trabajadores están obligados a 
contratar no menos del 2% de su per-
sonal con personas con discapacidad.

Fuente: Ver cuadro explicativo de la brecha entre demanda y oferta en el anexo.
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Cuadro explicativo de la brecha entre la demanda y la oferta, por grupo de 
población 
Niños y niñas de 0 a 11 años de edad

Demanda Oferta Brecha

Niños/as de 0 a 3 años: 

296,813 niños y niñas 
en el 2015.

Educación inicial en el entorno familiar y 
comunitario, y en centros de atención integral (EIH).

El 46.4% de déficit 
(esto es, 137,689) 
de niños y niñas, 
aproximadamente, no 
es atendido por la EIH 
formal e informal, y los 
COIF.

EIH modalidad informal:
•	 En el entorno familiar y comunitario se atiende 

al 49.7% de niños/as entre 0 y 3 años. 
Fuente: PAIPI, Ruta: 63. Cobertura sin fecha.

•	 De acuerdo con esta cobertura, de 49.7%, en 
el 2015 sería 147,516 niños/as atendidos.

EIH modalidad formal:
•	 Según el Censo Nacional de 2010, el 2.9% de 

los niños/as entre 0 y 3 años es atendido en 
centros de atención integral. 
Fuente: PAIPI, Ruta: 40.

•	 De acuerdo con esta cobertura, del 2.9%, en el 
2015 serían 8,608 niños y niñas atendidos.

3,000 niños y niñas menores atendidos en los 
Centros de Orientación Infantil y Familiar (COIF).
Fuente: MIDES, nota de prensa, mayo de 2016 
(http://www.mides.gob.pa/?p=18366).

Niños y Niñas 4 años:
73,192 en el 2015.

Niños/as 5 años:
72.748 en el 2015.

Educación Preescolar, formal y no formal:
•	 El 60% de niños/as de 4 años y el 90% de 5 

años asistían a preescolar en 2012. 
Fuente: PNUD, INDH Panamá 2014.

•	 De acuerdo con estas coberturas de 2012, en 
el 2015,  un total de 43,915 niños y niñas de 4 
años y 65,473 de 5 años habrían sido atendidos 
por la Educación Preescolar.

Déficit de 40% (esto es 
29,277) de niños y niñas 
de 4 años no asisten a 
Educación Preescolar.
Déficit de 10% (esto es, 
7,275de niños y niñas 
de 5 años no asiste a 
Educación Preescolar.

Niños/as de 6 a 11 
años:
434,189 en el 2015.

Educación Primaria:
•	 Según el informe sobre los Objetivos de Desarrollo 

del Milenio para el 2012, la tasa neta de matrícula 
en la enseñanza primaria era de 92.5%.

•	 De acuerdo con esta tasa, 401,625 niños y 
niñas asistían a la escuela en el 2015.

Déficit de 7.5% (esto 
es, 32,564) de niños y 
niñas de 6 a 12 años 
no asiste a la escuela.

75,000 hogares pobres 
extremos (8.1% del total).
Fuente: Total hogares 
915,554, PNUD INDH 
(2014:38); Pobreza 
extrema 8.1%, CEPAL 
Panorama Social 
(2015:19)

Red de Oportunidades:
•	 Transferencia económica a madres y otros 

servicios para sus hijos/as de entre 4 y 17 años 
de edad.

•	 Cobertura de 69,480 hogares en febrero de 
2016.

5,520 hogares, es 
decir, el 7.4% del total 
de hogares pobres 
extremos.

Población adulta mayor

Demanda Oferta Brecha

65 años y más de edad:

302,120 personas 
(141,199 hombres y 
160,921 mujeres) en el 
2015.

Programa 120 a los 65: 

•	 Transferencia económica de B/.120.00 
mensuales a personas mayores sin jubi-
lación ni pensión, de 65 y más años, que 
están en situación de pobreza, riesgo 
social y vulnerabilidad.

•	 De acuerdo con el MIDES, en el último 
trimestre de 2015, un total de 126,559 
personas se beneficiaron de dicha 
transferencia.

El 24.7% de personas mayo-
res de 65 años, aproximada-
mente, no tiene pensión por 
vejez, ni recibe transferencia 
por el Programa 120 a los 65 
(74,533 personas).

Nota: Posiblemente, ese 
déficit está sobreestimado, 
puesto que hay personas 
mayores que aún trabajan o 
reciben beneficios de la Caja 
de Seguro Social, distintos a 
la pensión o la jubilación.

60 años y más de edad:

433,430 personas 
(205,087 hombres y 
228,343 mujeres).

Caja de Seguro Social - Pensiones:

§	 La edad de la Pensión por Vejez es 
57 años para las mujeres y 62 años 
para los hombres.

§	 En el 2014, la cobertura fue 53.6% 
(53.4% para hombres y 53.8% para 
mujeres).

Un déficit aproximado de 
17.2% de personas mayores 
de 60 años (74,533 perso-
nas), en edad de recibir Pen-
sión por Vejez, no tiene una 
pensión ni se beneficia del 
Programa 120 a los 65.

Nota: No se puede estimar 
la proporción por sexo, dado 
que no se cuenta con infor-
mación así desagregada de 
los beneficiarios del Progra-
ma 120 a los 65.

Personas mayores depen-
dientes (sin información 
sobre el volumen de po-
blación).

Sin información sobre el número de per-
sonas mayores dependientes que se 
benefician de la atención por servicios a 
domicilio, en casas de cuidado diurno o 
residencias de larga estancia, de entidades 
públicas, privadas con y sin fines de lucro, 
de la sociedad civil o comunitarias. 

No se conoce el déficit entre 
la oferta y la demanda.
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Personas con discapacidades

Demanda Oferta Brecha

97,165 personas, 
o el 2.9% de la 
población total, 
según Censo de 
2010.

Secretaría Nacional de Discapacidad:

•	 Certificación: 925 personas (413 hombres y 512 
mujeres).

•	 Fami Empresa: 88 personas (46 hombres y 42 
mujeres).

•	 FODIS: 38 personas (25 hombres y 13 mujeres).

•	 Subsidios Económicos: 541 personas (297 hom-
bres y 244 mujeres).

•	 TOTAL: 1,592 personas (781 hombres y 811 
mujeres). 
Fuente: SENADIS, Boletín Estadístico, 2015.

•	 SENADIS atiende al 1.6% de la población con 
discapacidad.

3,073 personas (3.2%), 
resultado de:

94,092 beneficiarios/as 
compuestos por 1,592 
personas atendidas por la 
SENADIS, 55,000 por el 
Programa Ángel Guardián, 
12,237 por el IPHE y 25,273 
que trabajan, quienes 
representan el 96.8% del 
total de la población con 
discapacidad.

97,165 personas, 
o el 2.9% de la 
población total, 
según Censo de 
2010.

MIDES, Programa Ángel Guardián:

•	 55,000 personas con discapacidad severa en 
condición de dependencia y pobreza extrema 
reciben asistencia económica a través del Pro-
grama Ángel Guardián.

Fuente: MIDES, Proyectos Institucionales, Estructura 
Programática Presupuestaria (página web http://
www.mides.gob.pa/?page_id=601, consultada el 
22/05/2016).

Nota: El déficit en la 
provisión de programas 
y servicios puede ser 
subestimado, considerando 
los siguientes aspectos:

(i) Una misma persona 
puede ser beneficiara de 
más de un programa;

(ii) El Programa Ángel 
Guardián, que tiene la 
mayor cantidad de personas 
beneficiarias, consiste en 
una transferencia económica 
condicionada. Ésta y 
los servicios vinculados, 
posiblemente no cubren las 
necesidades materiales y no 
materiales. 

No se encontró  información 
sobre la cobertura de 
los servicios de salud y 
educación.

Instituto Panameño de Habilitación Especial (IPHE):

•	 Servicios y apoyos a 12,237 estudiantes, de los 
cuales el 75% fue atendido en centros educa-
tivos oficiales y el 25% en servicios educativos 
del IPHE. 
Fuente: IPHE, Memoria 2014:10.

Ley 42, Equiparación de Oportunidades para las 
Personas con Discapacidad:

•	 Empleadores con 50 o más trabajadores, obli-
gados a contratar no menos del 2% de su per-
sonal con personas con discapacidad.

§	 Según el Censo de 2010, el 26% de 
las personas con discapacidad está 
económicamente activa, y el 74% no.
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